Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 37 minutos.) 


Los integrantes de la Comisión de Hacienda agradecemos la presencia de los miembros de la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, a quienes hemos invitado especialmente en atención al 
tema que vamos a tratar y a las personas que vamos a recibir. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“La Asociación Nacional de Empresas Administradoras de Crédito solicita audiencia a efectos 
de aportar cometarios sobre el proyecto de ley del señor Senador Francisco Gallinal sobre Bases de 
Datos de Consulta Pública. 


El doctor Felipe Rotondo del Consejo Ejecutivo de la Unidad Reguladora y de Control de 
Datos Personales de AGESIC remite nota poniendo en conocimiento de la Comisión que la postura 
oficial de esa Unidad es la reflejada en el Dictamen N* 27 de 15 de noviembre de 2012, que fuera 
repartido oportunamente, y deja constancia de que los antecedentes se remitieron en forma errónea. 


El Banco Central remite la versión taquigráfica de la sesión del día 22 de noviembre con 
correcciones en la misma”. 


Procederemos en consecuencia con la versión taquigráfica y analizaremos luego los pedidos 
de audiencia. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Productores de Leche.) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Asociación 
Nacional de Productores de Leche, integrada por los señores Walter Frisch y Juan Antonio Rodríguez. 


Los invitados ya conocen el motivo de la convocatoria: tenemos a estudio un proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes relativo al fideicomiso financiero para el incentivo a la 
producción lechera por lo que, por supuesto, el propósito es recibir la opinión que les merece la 
iniciativa. Quisiéramos hacerles saber que los estamos recibiendo en forma conjunta con los 
integrantes de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.-. Agradecemos a los miembros de la Comisión que nos hayan recibido. 


Nosotros vemos el tema del fideicomiso de tierras para la lechería como una herramienta más, 
muy positiva, de las tantas que hay, como la que tiene el Instituto Nacional de Colonización u otros 
sistemas. Pero lo que le vemos a este proyecto de ley que ya cuenta con media sanción es la cuestión 
de la estabilización en determinados productores. En realidad, nosotros no creemos que esto vaya a 
sacar más tierras o que haya más competencia por nuevas tierras. Debemos tener en cuenta que este 
fideicomiso está inscripto en determinadas condiciones: productores de la media para arriba que ya 
están establecidos en el sector. Reitero que lo que encontramos en este proyecto de ley es una 
estabilidad. En la lechería el 50% de los productores está en tierra arrendada -lo que no quiere decir 
que todos sean arrendatarios, porque puede haber mixtos o tener un pedacito que es el que hace la 
diferencia de ese plus- pero poder planificar ciclos biológicos a largo plazo y con seguridad genera 
consistencia en el sistema. 


SEÑOR FRISCH.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


Abundando un poco en los comentarios del señor Rodríguez, quiero decir que el tema del 
fideicomiso de tierras para la lechería lo vemos con buenos ojos porque complementa un poco el 
espectro de productores para tomar tierras en arriendo con el perfil de lo que sería, por ejemplo, el 
Instituto Nacional de Colonización. También lo vemos con buenos ojos porque estamos usando 
recursos -ello consta en la exposición de motivos del proyecto de ley- que mayoritariamente serían de 
las AFAP, es decir, una integración de recursos genuinos a una producción genuina que hacemos acá, 
que no sale como commodities sino como exportación con valor agregado. 


Sí tenemos algunos reparos porque por la naturaleza de la ley de fideicomisos, es totalmente 
una comisión de fe, de confianza, que, evidentemente, la hace estricta. Cuando fuimos invitados por la 
Comisión de la Cámara de Representantes dijimos que hay un artículo que establece que el 
incumplimiento de pago por dos meses implicaría el desalojo absoluto -pasando por lo que es 
el Código General del Proceso- con un aviso previo de tres días. No olvidemos que en el año 2000 o 
en el 2001 hubo una empresa privada que no le pagó a los productores durante cuatro meses; 
rotativamente, un año entero. Esto demuestra que muchas veces hay elementos de fuerza mayor ajena 
a nosotros que hace que tal vez no nos podamos ajustar a eso. En ese sentido, proponemos una 
especie de blindaje a este sistema, pero repito que vemos con muy buenos ojos el proyecto de ley, 
porque si no estaríamos, tal vez, en un fondo de garantías hipotecarias. Esto es un fideicomiso y tiene 
que ser así. 


En lo relativo a la captación de inversionistas -tal como expresa el articulado y la exposición 
de motivos- se apunta sobre todo a los fondos públicos de las AFAP. También podría pasar que las 
personas que tienen campo capten este tipo de mecanismos, se lo entreguen a un fiduciario y hagan 
uso de sus tierras sin mayores problemas. Por supuesto que para quien no está en el tema todo esto le 
parece demasiado engorroso porque tiene que contactarse con un comisionista, después entregárselo 
a un tercero que no conoce y muchas veces terminan en litigios. De manera que se podría ampliar la 
captación de gente que tenga tierras y que acepte esta propuesta. 


En lo que tiene que ver con los mercados financieros, la transferencia de inmuebles en el país 
es bastante lenta. No sé cómo será el asunto del fiduciario, pero imagino que es un poco más ágil 
porque así lo requiere el tema de la captación de inversiones. 


En resumen, insisto, vemos con muy buenos ojos esta iniciativa. Además, a nivel del Inale 
estamos trabajando en una propuesta para blindar este mecanismo, de manera que sea una garantía 
para los productores. Evidentemente, no estamos hablando de productores iniciados, sino de activos y, 
por lo tanto, si llegan a necesitar un fondo que les asegure el pago -para no fallar en esos dos meses- 
van a depender de un mecanismo que le otorgue garantías sobre sus propios bienes. 


SEÑOR TAJAM..- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a la Asociación Nacional de Productores de 
Leche. 


El proyecto tiene dos partes bien diferenciadas. Una de ellas refiere a la creación del 
fideicomiso, pero la parte sustancial tiene que ver con un nuevo régimen de arrendamiento especial 
para productores lecheros. Creo que es un régimen bastante duro, por lo que, más allá de algunas 
consideraciones que se hicieron, me gustaría preguntarles si están totalmente de acuerdo con él. No 
soy especialista en la materia, pero se manejan tiempos que, cuando se consideran en términos de 
producción y de trabajo en la tierra, se pueden volver complicados. Por tanto, quisiera conocer la 
opinión de los productores. 


SEÑOR FRISCH.- Como hemos dicho, es un régimen severo y estricto, pero creemos que la 
naturaleza de este fideicomiso tiene que ser así, para su aplicación natural. Por eso hemos tratado de 
proponer ideas a fin de que el productor que se vea apretado en ese asunto pueda llegar a zafar sin 
desprenderse del fideicomiso. No tiene la opción de renunciar, pero se está trabajando en un 
mecanismo que permitiría poner en garantía hipotecaria sus propios bienes, asumiendo el no 
cumplimiento de esos dos meses. Es decir que no hay un articulado en el que se prevea una mora 
especial y se pueda llegar a recuperar. 


A su vez, el Ministerio va a asumir un nuevo papel: de fomento. No soy idóneo en la materia - 
solo trasmito lo que nos han asesorado- pero puedo decir que tiene condiciones expeditivas: se elimina 
la acción de revisión, el derecho de retención y la constitución de mora. También hay acortamientos 
especiales en los plazos y nos preocupaba el hecho de que esto pudiera generalizarse para el resto de 
los arrendamientos, ya que hay gente que no está en el fideicomiso pero sí tiene un arrendamiento 
lechero. Tenemos entendido que el juez debe entender que esto no sería algo generalizado porque, 
como decía el señor Rodríguez, ocupamos aproximadamente 1:900.000 hectáreas y en la mitad de 
ellas hay productores que tienen la tierra en forma de arrendamiento. Además, el 80% de los 
productores explotan tierras de 200 hectáreas, lo cual tiene una connotación social muy importante; 
estamos hablando aproximadamente de 4.500 productores. Por lo tanto, es cierto que se trata de un 
régimen severo y estricto, pero tenemos entendido que a través de la reglamentación de esta ley se 
podrá blindar el mecanismo a fin de que no se dé el lanzamiento del productor del predio y, si tiene 
garantías, pueda seguir. 


SEÑOR TAJAM..- Entonces, ¿ustedes estarían trabajando una propuesta para la reglamentación de la 
ley y no para introducir en este proyecto? 


SEÑOR FRISCH.- Correcto, porque si se modificara esta ley de fideicomiso tal vez se cambiaría la 
naturaleza en sí del fideicomiso. De hecho, si no hay un aseguramiento, en el sentido de este blindaje 
de garantías que estamos previendo, pensamos que no va a representar un estímulo. Pienso que 
ningún oriental considera que la lechería va a seguir con un buen margen o con el margen reducido 
que hoy en día tenemos por los cambios de precios producidos en el mercado -que está cayendo- o 
que vamos a seguir en primavera tres años más. Este es un arrendamiento de 15 años, por lo que 
debemos ser conscientes de los vaivenes que puede tener el mercado. Pensamos que la ley por sí 
sola no lo va a consumir, pero si se aplica la reglamentación y surge el procedimiento del blindaje 
puede ser que suceda. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En mi carácter de representante de la Asociación Nacional de Productores de 
Leche quiero agregar, contestando la inquietud planteada por el señor Senador Tajam y ampliando lo 
dicho por el señor Frisch, que debemos ser cuidadosos respecto a este proyecto de ley de 
Fideicomisos Financieros para el Incentivo de la Producción Lechera y a los fondos necesarios para su 
implementación, porque está en juego la plata del ahorro de los uruguayos que se utilizará en beneficio 
de los uruguayos. 


Entendemos lo de la dureza, que se trata de un marco especial y que hay todo un cambio en 
el tema de los arrendamientos, pero el pueblo ahorrista debe tener una garantía de esos retornos, 
independientemente del punto de vista del productor. De la forma que está dirigido para poder acceder, 
deben ser productores de la media para arriba -es decir, productores de 5.000, 6.000 o 7.000 litros de 
leche por hectárea- que ya están en el sector, pero no para productores nuevos. Hoy hay productores 
de 5.000, 6.000, 7.000 o muchos más miles de litros de leche por hectárea que no son propietarios de 
su tierra en gran medida. Volvemos nuevamente al tema de los porcentajes de propiedad. Dar una 
estabilidad en cuanto a que ese arrendamiento no será dirigido a otro sector y seguridad al propietario 
de la tierra, al inversor -sean las AFAP o algún capital privado- para que siga en una misma línea, le da 
seguridad en la planificación. 


El señor Senador Tajam hablaba de los problemas de los tiempos. Estos se cuentan a partir 
de la preñez de las vacas y a los tres años de haber sido concebida la vaquillona se estará pensando 
en las dos, tres o cuatro lactancias futuras y en dónde estará la rotación de las pasturas y suelos, es 
decir, dónde estará comiendo. Siendo la lechería lo que más afinca gente en el medio rural, esto 
significa un tema de desarrollo hacia el futuro. No hay que olvidar que prácticamente un 75% u 80% 
somos exportadores; no estamos pensando en un mercado interno, sino en divisas genuinas en un 
mercado exportador. En eso también precisamos consistencia, solidez, seguridad y vemos que esta es 
una herramienta que sirve. 


Como decía el señor Frisch, si no tenemos un blindaje o una garantía de poder cubrir los 
meses de arrendamiento por problemas surgidos, por ejemplo, por el clima, por cuestiones de 
mercado, porque una noche se rompió el hilo del pastor eléctrico y las vacas pasaron para la parcela 
de al lado y todas reventaron por meteorismo, ¿cómo se rehace el tambero en esos meses hasta que 


le ingresen las otras? Es ese tipo de cosas que debemos considerar. Los avatares ocurridos en los 
últimos días, por ejemplo los temporales de la semana, le volaron el galpón a un compañero nuestro de 
Directiva en la localidad de Independencia y a otros compañeros las lluvias del jueves pasado les 
perjudicaron los novillos en la zona de San Ramón. Entonces, se debe pensar en la plata que se tenía 
para cubrir ese mes de renta; de pronto, hay que esperar uno o dos meses. Ahí está la cuestión. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Ante todo, quiero dar la bienvenida a nuestros invitados. 


Simplemente voy a realizar dos comentarios acerca de los artículos 4* y 5”. El primero de ellos 
establece que estos contratos se celebrarán por escrito y no tendrán plazo legal mínimo de estabilidad. 
El artículo 5% expresa que no será de aplicación, entre otras, la Ley N* 16.223, que es la que establece 
justamente un plazo mínimo de cuatro años para los contratos de arrendamiento que tengan como 
destino principal la producción lechera. 


La primera impresión que tengo es que habría como una inconsistencia desde el punto de 
vista de los productores porque ¿cómo se hace para abordar un predio lechero sin un plazo mínimo de 
estabilidad, con la cantidad de inversiones que hay que hacer para que funcione, no aplicando la Ley 

N* 16.223? Me parece que ese es el nudo de la propuesta, porque de lo que se trata es, 
precisamente, de que aquellos productores que están en la actividad lechera -como se mencionó, la 
mitad de ellos trabaja bajo la forma de arrendamiento- tengan cierto grado de estabilidad. Un contrato 
lechero, ganadero o agrícola se puede firmar a un año o dos u once meses -como en el caso del 
pastoreo- pero, indudablemente, no se puede tener un tambo sin comida, y hacer la comida cuesta 
mucho. 


Quisiera que se nos diera la opinión de los productores sobre esos dos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para información de todos los aquí presentes, me permito agregar a las 
expresiones del señor Senador Nin Novoa que la Bancada oficialista nos ha adelantado su intención de 
que esta iniciativa sea aprobada este año. Por lo tanto, si tienen alguna modificación para proponer con 
respecto al proyecto de ley, tengan presente esta aclaración. 


SEÑOR FRISCH.- Quiero aclarar, nuevamente, que no soy idóneo en legislación. 


La expresión “no tendrán plazo legal mínimo de estabilidad” quizá se deba a los mismos 
artículos que mencionan el desalojo. No es que haya una inconsistencia, sino que esa frase se basa 
solamente en ese desalojo tan corto y con tan poco respaldo de tiempo: 30 días y no 90, como 
establece la ley general sobre arrendamientos rurales. Quizás el artículo 14, que expresa que las 
disposiciones de la presente ley son de orden público, tenga mayor implicancia, tal vez diga más que el 
propio artículo 4”. 


De todas maneras, la contratación de arrendamiento va a tener períodos, podrán ser 10 años 
o 15 años. Entonces, quizás la expresión “no tendrán plazo legal mínimo de estabilidad” sea solamente 
para darle palanca al tema del desalojo, al incumplimiento. 


Reitero: para nosotros, esta vieja ley -que, según tengo entendido, proviene de la Edad Media, 
de cuando uno no quería que le expropiaran sus bienes, entonces los encomendaba a una comisión de 
fideicomiso de confianza- es estricta y severa, pero pensamos que si cambiamos la redacción de este 
artículo, va a caer el espíritu del fideicomiso, máxime en este caso, que se trata de algo tan sensible 
como la producción de materias primas en la cual hay una gran volatilidad de precios. También hay 
volatilidad en las industrias que vienen acá; hoy día está muy bien posicionada la industria nacional 
pero existe una gran inestabilidad de industrias particulares -no cooperativas- y extranjeras. 


Por lo tanto, como dirigentes gremiales nos sentimos en la obligación de reclamar elementos 
para la mejor explotación de nuestros predios y las mayores garantías para un funcionamiento estable. 
Intentamos estar atentos a los cambios que se han producido en estos últimos diez años en la 
producción, a los cambios en la relación capital-tierra -porque el valor ha subido enormemente- a los 
cambios en materia de capital humano y en el capital circulante. Hemos contado con otro fideicomiso 


para la actividad lechera: el famoso FFAL. Esto es nuevo para nosotros en algo que registra 
competencia de extranjeros y de la agricultura de secano, la soja. Soy agricultor y sé que eso nos está 
haciendo competir. Pensamos que esta solución no busca subsidiar frente a una competencia desleal 
con otras actividades, sino que nos da una herramienta distinta a la existente, usando fondos genuinos 
que pueden llegar a ser muy apetecibles para nosotros porque, evidentemente, al estar industrializada 
nuestra materia prima y agregarle valor, nos da cierta estabilidad en los precios que recibimos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera hacer referencia a un comentario que realizó el señor Senador Nin 
Novoa en cuanto a la estabilidad y a la diferencia entre la lechería y la agricultura, a lo que es un 
contrato de pastoreo, etcétera. De hecho, con ese sistema mixto se da la situación de que, tal vez, la 
casa donde está la instalación del tambo es propiedad del productor pero el predio que está al otro lado 
del camino en el que, por ejemplo, se construyó el silo no es para actividad lechera sino para la 
agricultura. De repente un año le fue bien pero al siguiente hay que ver qué pasa porque también está 
el que planta soja. 


Es en ese sentido que hablamos de estabilización o de seguridad. Reitero que muchos 
productores son propietarios de la casa, de la instalación. Estamos aludiendo a predios chicos situados 
en la zona sur del departamento de San José donde hay 1.300 o 1.400 productores lecheros que de 
las cincuenta hectáreas que tienen -esa es la media- la mitad es arrendada. Esto también ocurre en la 
zona este de Canelones, donde de repente el vecino es un propietario de tierra pero no es productor, 
tiene otra fracción chica o se jubiló y vive en Montevideo y tiene que ver bien cuánto paga la soja, 
etcétera. 


SEÑOR BORDABERRY.- Los miembros de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca estamos 
tomando contacto con este proyecto de ley en este momento, por lo cual nos surgen varias preguntas 
en esta primera lectura. 


Que las normas sean de orden público significa que no pueden ser dejadas de lado por parte 
de los particulares y que si lo hacen, de todos modos tienen validez. Por eso siempre que están fijados 
plazos mínimos son de orden público y por más que uno pacte un plazo menor que el que está 
establecido, no tiene valor y se recurre a la ley. 


Quizás una duda similar a la que pueda surgir en este caso -que es la misma que expresó el 
señor Senador Nin Novoa- que refiere al plazo mínimo de estabilidad en esta actividad, también la 
podamos tener en el inciso segundo del artículo 2% cuando expresa que los términos y condiciones 
para el reembolso de los referidos fondos serán establecidos en cada oportunidad. Obviamente, esto 
es como darle un cheque en blanco o abrir un crédito muy grande al fideicomiso y, en definitiva, al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca porque cada vez que va a entregar un predio o a dar en 
arrendamiento puede fijar el precio que quiera. De pronto, mañana el Ministerio negocia con el señor 
Senador Heber y le da un precio muy bueno y al día siguiente voy yo o el señor Senador Couriel y nos 
da un precio mucho peor. No digo que se vaya a actuar de mala fe pero creo que sería bueno tener 
algún tipo de criterio en esto porque de otro modo lo dejamos a la buena de Dios. Me imagino que se 
tendría que fijar un precio de acuerdo al valor de la leche, pero no se dice y entonces hoy confiamos en 
las autoridades actuales pero quizás en el día de mañana vengan otras que tengan otros criterios. 


Por eso pensamos que esto puede ser una fuente de problemas. Precisamente, lo que uno 
trata de hacer cuando suceden estas cosas es intentar tomar las medidas del caso para que después 
no haya problemas. 


Lo mismo sucede con el plazo mínimo. Quizás en este caso se pensó en predios de 15 
hectáreas pero si mañana el que está al frente del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca usa 
esos fideicomisos para otra finalidad, ¿no se necesitaría un plazo de estabilidad como el que existe? 


Nos asaltan todo este tipo de dudas. Entendemos que se quiere aprobar esto con celeridad 
pero creo que habría que ir un poco más allá y decir “esto se lo dejo a la reglamentación 
exclusivamente”, porque si la reglamentación no establece estas cosas, ¿no deberíamos ir un poco 
más allá en la ley? El problema es que mañana pueden venir quejas o se diga “a Fulanito le dieron 


tantos años pero a mí me dieron menos” o “a Fulanito le dieron tal precio pero a mí me dieron este otro 
que es mayor”. Entonces, empiezan las acusaciones de que alguien está acomodado pero de pronto 
no es así porque en ese momento el precio de la leche era otro distinto del de ahora y por eso en la 
actualidad se celebran contratos distintos. 


Creo que deberíamos tener algún tipo de certeza mayor que la que surge del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que los integrantes de la Comisión de Hacienda estamos en la misma 
situación que los integrantes de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, pues este es el primer 
tratamiento que tiene el proyecto de ley ya que se aprobó en la Cámara de Representantes el 20 de 
noviembre e ingresó a la Comisión el 29 de noviembre. Hoy es la primera vez que consideramos el 
tema. 


Me gustaría hacer una pregunta a los invitados. ¿Qué es lo que ustedes están pensando que 
debe ir en la reglamentación? En función de eso nosotros podemos advertir si efectivamente es 
materia de reglamentación o si necesariamente tiene que ir en la ley. La reglamentación no puede ir 
más allá de la ley y, como bien dijo el señor Senador Bordaberry, desde el momento en que las 
cláusulas vinculadas a arrendamientos se declaran de orden de público -como es tradicional- luego no 
hay ningún margen de negociación para las partes. 


SEÑOR FRISCH..- En la exposición de motivos se habla de los agentes intervinientes. En el punto ¡¡) se 
hace referencia al Agente Operador del FFIP, que es el que elige el campo y hace bastantes cosas, 
pero lo vemos muy solo. Como es una cuestión de partes, desearíamos que por lo menos nos inviten 
a trabajar en esto, ya que estamos haciendo propuestas tanto en lo referente al funcionamiento como a 
su blindaje, porque sentimos que representamos a muchos productores. Más del 50% de los 
productores que hay en el país y que remiten a distintas plantas lo hacen a Conaprole, pero hay otros 
que lo hacen a tres plantas más. Es bueno aclarar que tenemos representantes en todos los 
departamentos del Uruguay. Queremos acompañar a esta Comisión como integrantes del Fondo 
Financiero para el Incentivo a la Producción. Sí queremos ser invitados a trabajar, a proponer, porque 
los productores tienen que estar representados, acompañar al agente operador y tomar decisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los representantes de la Asociación de Productores de Leche 
por el informe brindado a la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Nacional de Productores de Leche.) 
(Ingresa a Sala el representante de la Cámara Uruguaya de Productores de Leche.) 


La Comisión de Hacienda, conjuntamente con la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
tiene el gusto de recibir al ingeniero Horacio Leániz, Presidente de la Cámara Uruguaya de 
Productores de Leche. El tema por el que lo hemos invitado es el proyecto de ley relativo al 
fideicomiso financiero para el incentivo de la producción lechera, que fue aprobado por la Cámara de 
Representantes y ahora está a estudio de la Cámara de Senadores. 


Le agradecemos por haber aceptado la invitación y con gusto le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LEÁNIZ.- Agradezco a la Comisión y voy a tomarme un momento para explicar quiénes somos 
y qué hacemos en la Cámara Uruguaya de Productores de Leche. Es una entidad gremial de 
productores con un perfil un poco diferente al que tiene la Asociación Nacional de Productores de 
Leche que ingresó antes que nosotros. Somos una gremial de medianos y grandes productores muy 
vinculados, no a Conaprole, sino a las otras empresas. También debo decir que quien habla como el 
Vicepresidente y una cantidad de compañeros más, somos remitentes a esa empresa, pero tenemos 
vínculos con Parmalat, Indulacsa, Bomprole, con las nuevas plantas y con todas las del litoral, como 
por ejemplo Pili y demás. O sea que tenemos una visión algo “extra Conaprole”, por decir algo del 
sistema de producción de leche y de integración de vínculo, sin desmerecer, obviamente, que 
Conaprole representa dos tercios del complejo lechero uruguayo. 


A la vez, quiero decir que en lo que tiene que ver con el tema del fideicomiso nosotros tuvimos 
una actividad pionera, en 2003, cuando ocurrió el crac de Parmalat. En el Uruguay se salvó la 
operación de Parmalat a partir de un fideicomiso de garantía que se hizo entre los productores y la 
persona -un ingeniero- que en aquel momento regenteaba la filial uruguaya. Es decir que en esa 
oportunidad se salvó el crédito de los productores con esa garantía, en momentos en que la ley estaba 
recién estrenada, ya que creo que data de 2001. Recuerdo que el doctor Xavier de Mello nos orientó y 
nos asesoró para rescatar esos créditos y fue así que pudo seguir la marcha de la producción de la 
usina de Parmalat. 


Quiere decir, repito, que la palabra fideicomiso no nos es ajena, pues en su momento 
estudiamos y hurgamos mucho en la ley y en su génesis. Desde esa óptica, la Cámara tiene una idea 
atractiva en torno a lo que es la ley de fideicomiso. 


Con respecto a este proyecto de ley que está a estudio, elaboramos unos comentarios que ya 
hemos remitido a la Comisión en oportunidad de esta invitación y que nos interesa que queden 
incluidos en la versión taquigráfica de esta sesión. Prefiero, entonces, mencionar ahora algunos 
aspectos en forma más espontánea. 


Antes que nada, quiero decir que nosotros compartimos lo expresado en la exposición de 
motivos de la iniciativa, así como también estamos de acuerdo con lo expresado por el Ministerio de 
Ganadería Agricultura y Pesca en la Cámara de Representantes -leímos la versión taquigráfica- 
cuando el tema se presentó a discusión. 


En la Cámara de Representantes se nos explicó -es muy factible que así sea- que el núcleo 
de esto es tratar de bajar plata para la compra de campos para ser cedidos a la producción lechera. 
Aquí la figura de la AFAP aparenta ser casi excluyente en esta situación. Nosotros creemos que hay 
mucha inversión que puede bajar con una figura de fideicomiso, sin necesidad de que pase por una 
AFAP, ni que sea la AFAP la propietaria de la tierra. Un tenedor de campo propietario, a su retiro o 
mediante una sucesión indivisa, puede usar la figura del fideicomiso para ceder, dentro de los términos 
de la ley, el uso a un tomador del campo que puede ser, incluso, alguien de la propia familia como un 
sucesor o un tercero. Eso de alguna manera no fue previsto o, al menos, no figura ni en la exposición 
de motivos ni en la comparecencia del Ministerio. Posiblemente, la redacción del proyecto de ley, tal 
como está, vincule, integre esa opción pero por lo que uno ha leído, no está prevista. Eso implicaría, 
entre otras cosas, que un instrumento moderno como la figura del fideicomiso puede ayudar a una 
serie de vínculos de tipo comercial -como es un arrendamiento de esta modalidad- para facilitar eso y 
sacarlo de una ley convencional de arrendamientos y pasarlo, por ejemplo, a este tipo de ley. 


Ahora bien, hay un elemento que a nosotros nos preocupa y al que también se alude en la 
exposición de motivos y en la comparecencia del Ministerio de Ganadería, Agricultura a la Comisión de 
la Cámara de Representantes. Por lo tanto, conociendo lo que hoy maneja esta Cartera en su 
concepción de cómo es la tenencia de la tierra, nuestra Cámara en forma absolutamente unánime y sin 
discusión entiende que el tenedor de campo tiene -y debe tener- una visión propietarista de la tierra y 
debemos apoyarlo para que así sea. En nuestro concepto, la tierra no es un bien colectivo, de 
propiedad social; podrá ser de uso social, porque su producción va a generar una riqueza social, pero 
la propiedad de la tierra es el fin último de quien intenta explotarla. De jóvenes, la idea que teníamos 
era comenzar por hacer un negocio; pero, al final de la historia, lo que queremos es que ese campo, o 
parte de él, termine siendo de nuestra propiedad. Esto no está reflejado en el concepto de esta ley y 
menos aún está reflejado en lo que piensa el señor Senador Agazzi, el señor Berterreche y lo que 
piensan muchos amigos de ustedes, incluso, amigos míos. Al incluir en el proyecto de ley esa 
concepción no propietarista -por decirlo de forma elegante- automáticamente se excluye del negocio a 
gente que puede tener un afán muy fuerte de crecer y de posicionarse en el ambiente ganadero, en 
este caso, lechero. Entonces, a partir de ese concepto, nosotros decimos -quizás el contador 
Couriel tiene una versión un poco más exacta de la que yo como tambero le puedo dar- por qué no 
armar un leasing con la tierra -tenemos entendido que es para bienes muebles- que le van a ofrecer, 
empezando desde las AFAP y olvidándonos del caso de la asociaciones y de los negocios entre 
privados. ¿Por qué las AFAP? Para hacer la diferencia en la valorización de la tierra hay que tener en 
cuenta que el gran componente de la renta neta final es comprar a 10 y vender a 30. Pues, pregunto: 
¿a quién le van a vender a 30? Porque la AFAP, en algún momento, para hacer la diferencia tiene que 
vender, porque mientras no lo hace solo cobra la renta. Entonces, si el negocio es por la capitalización, 


este se termina haciendo cuando se vende. Cuando uno habla de 15 años hacia adelante -que podrán 
ser muchos o no, pero personalmente entendemos que no es un número descabellado ni mucho 
menos- decimos por qué no ir vendiendo a esa misma persona ese bien que se le está ofreciendo en 
arrendamiento al valor del momento. Incluso, nosotros, tenemos la concepción de que tampoco hay por 
qué fijar esa venta en una forma explícita en el contrato respectivo y mucho menos en la ley. Si tomo 
un campo a 100 y me dicen que en algún momento lo voy a poder comprar, transcurrido un tiempo le 
pregunto al propietario -al fideicomiso, al fiduciario, en fin, al que maneje el negocio- cuánto vale una 
hectárea de esa tierra que cuando la tomé valía 100. Quizá la respuesta sea: “Bueno, ahora vale 150”. 
Si me vende 2 hectáreas, junto la plata y se las pago. Y si dentro de tres años, ando con plata de vuelta 
y me dice que sale 300, capaz que si está dispuesto a venderme 5 hectáreas, las compro y se las 
pago. Si el fideicomiso compró a 100, ¿vendió a 150, a 300? ¿Cuánto vendió? ¿5 o 2 hectáreas? 


Aparte de que el tenedor se va haciendo de la propiedad de la tierra, que la AFAP va haciendo 
la diferencia, en la otra punta, esa plata que se viene entregando se constituye en garantía para una 
emergencia posterior. Cuando el proyecto de ley establece, a muerte, que si a los cuarenta y cinco 
días no se pagó, se nos corre -y ahora hablaremos de eso- nos preguntamos: ¿por qué no se incorpora 
la figura de que si voy pagando capital, el día que llego al 30% comprado, la renta me va a configurar el 
70%? No voy a pagar una renta por el 100%, sino por el 70%. Me tendrán que calcular y prorratear la 
contribución inmobiliaria, no me van a cobrar el ICIR; no vamos a llegar a eso, lamentablemente. De 
alguna manera, esa plata que se fue entregando para ir comprando se va constituyendo en una 
garantía del negocio. Lo que pretendo decir es que si tengo un contratiempo -ya sea climático, 
financiero, una mala gestión, el incumplimiento de una industria que no paga, cualquiera que fuere- 
puedo decir: “Señores: descuenten de acá la propiedad, la renta respectiva que no estoy pagando y 
automáticamente estoy comprando plazo de tranquilidad como arrendatario”. ¿Entienden? 


Esa concepción vincula la apuesta a la propiedad de la tierra de quien la tome, a la mejora de 
la condición de la AFAP al ser el complemento de su rentabilidad, comprando bien y vendiendo 
fraccionado y mejor, y además apoya al tenedor por las inversiones que haga sobre la tierra, porque 
sabrá que algún día las va a terminar capitalizando. Este es el otro tema que nos preocupa mucho. 


Creo que ya está bastante conversado -por algunas instituciones e incluso entre ustedes 
mismos- el tema de lo duro que es tener una soga al cuello, porque si no se paga por dos meses, nos 
corren. Quizás si no pago por dos meses una tarjeta de crédito me la cancelen o si no pago por dos 
meses el alquiler llaman a la garantía, pero si en dos meses no cumplo con el pago, me sacan el 
campo y la situación es diferente. 


Quienes estamos en el negocio entendemos que vivir permanentemente con esa espada de 
Damocles es una situación absurda, que quita entusiasmo para emprender otras cosas; en el 
entusiasmo y en el emprendimiento hay un riesgo y en ese riesgo potencial puede haber un 
desfinanciamiento que se vincula con todo el negocio y evidentemente la prioridad va a ser mantener la 
tenencia de esas tierras. Si previamente compré a US$5.000 la hectárea, con una renta de US$ 150. 
Entonces, 100 hectáreas de campo serían US$ 500.000 y la renta US$ 15.000; quiere decir que si 
compro cinco hectáreas, pagué US$50.000 y tengo derecho a estar un año sin pagar US$ 15.000, y 
todavía me están sobrando US$ 35.000. ¿Queda claro? De este modo, no tengo por qué vivir 
presionado mes a mes con pagar la renta por encima de lo que implica el pago de la mutualista, de la 
educación de los chicos -o lo que fuere- y arriesgarme a un crédito bancario que llega tarde, al 
incumplimiento de un pago del BPS o a que no tengo el certificado respectivo. 


Por otro lado, cuando uno invierte, no es lo mismo hacerlo en un campo ajeno que en uno 
propio; cuando se tiene treinta años no es lo mismo invertir en un campo que va a ser de uno que en el 
que no lo va a ser. 


Entonces, esa inversión va de la mano de la productividad, del entusiasmo y del crecimiento y 
quien no crece se retira del negocio. Eso está pasando hoy en el tambo y en cualquier actividad 
económica; ha pasado toda la vida. Cuando se promueven las condiciones de producción para crecer, 
evidentemente, uno quiere capitalizar lo que va invirtiendo. Por algo es inversión; por más que haya un 
análisis contable de la situación, que exista la posibilidad de pagar una inversión en cinco años, otra en 


diez y otra en tres, si soy cuidadoso, después de esos tres, cinco o diez años, me van a quedar cosas 
de esa inversión. Un galpón no se me va a caer a los diez años. 


Tenemos que poner mucho dinero por hectárea; hace cuarenta años que tengo el tambo y 
sistemáticamente he puesto dinero. Hace tres años empecé con el riego y cada día me ha llevado a 
una carrera diría casi armamentista de nunca acabar. Entonces, si sé que al año 2015 me voy a tener 
que retirar, invierto hasta el sexto o séptimo y después pongo punto muerto y trato de producir lo 
indispensable. Iré buscando otro campo u otra opción y en función de que tengo cincuenta años de 
edad, empezaré a bajar mi entusiasmo en el emprendimiento, de modo que al llegar a viejo le devuelva 
el campo a la AFAP y le diga: “Muchas gracias, crié a mis hijos, puse un montón de leche en la 
industria, recibí los aplausos de Conaprole como principal exportador, compartí muchas mesas con 
ustedes en mi actividad gremial y me voy vendiendo las vacas y el apero y quedándome con la 
camioneta”. Alo mejor me pude comprar una casa, pero el campo es de otro. 


De alguna manera, creo que es bueno motivar a la gente para que el campo sea propio y no 
sé si eso hay que hacerlo a través del texto de la ley. El otro día concurrí a la Cámara de 
Representantes y luego vi que el proyecto de ley fue aprobado tal cual estaba. Ustedes tienen la 
mayoría, tienen el proyecto discutido desde arriba y nos llaman un poco en forma decorativa. De todos 
modos, uno en este momento trata de tirarles ideas. 


En definitiva, si estamos hablando de pequeños productores, no se puede hacer un Mevir en 
esa propiedad porque dentro de 15 años el productor todavía estaría con la cuenta de Mevir y sin el 
campo; entonces, no se puede hacer una vivienda, un pozo o un tambo de Mevir. El tambero va a 
necesitar electrificar, poner una tubería de riego y hacer un pozo -que no lo va a hacer el primer año 
sino el cuarto, el quinto o el octavo- pero sabe que dentro de cinco años se lo va a llevar otro. A su 
vez, por cómo está explicitado, se entiende que lo que quiere la AFAP en definitiva es la renta bruta 
financiera, por lo que el campo tendrá que ir a la venta. Si lo compró en 5.000, a los 15 años valdrá 
40.000. Entonces, volvemos para atrás y decimos: ¿por qué el productor que estuvo cinco años no 
pudo ser el comprador de ese campo? La AFAP podría recibir la renta neta de su inversión por el 
arrendamiento y por la recapitalización, pero de modo que ganen todos. Podría ganar el productor que 
se asienta y termina siendo propietario y la AFAP que hace una inversión buena, bajando 
sensiblemente el riesgo. Un productor que tiene dinero invertido en el negocio, en determinado 
momento podrá esperar seis u ocho meses para seguir pagando, por los avatares del propio del 
negocio, pero va a querer salvar su inversión. Por ende, vemos que esa opción es la de ganar y que 
todo el país, toda la sociedad y todo el complejo lechero terminen ganando en función de que en los 15 
años seguirá subiendo la productividad de esa tierra, de ese negocio, de esa inversión. Y bueno, 
¡bienvenido sea! 


En definitiva, vemos que el sector lechero está condenado a crecer. El sector lechero está en 
una muy buena integración entre la industria y la producción. Estamos mirando al mundo, y litro que se 
produce y tambos que se generen a raíz de este proyecto de ley y de otros que se aprueban, todos lo 
serán en función de la exportación. El negocio de la exportación es lo que es. Hoy hay líquido, los 
bancos prefinancian, Conaprole obtiene plata al 3% y la industria la consigue en condiciones similares; 
estamos tratando de armar algo a nivel de los productores para bajar inversiones de ese tipo. Tal vez 
algún día los molestemos por algún otro proyecto de ley porque pensemos en otra idea, pero creemos 
que el negocio final no es por el lado de la propiedad social de la tierra en la lechería, sino por el de los 
productores que en un futuro tengan la opción de comprar la tierra y de hacerse de ese capital que 
cada uno proyectó para sí. 


Quedo a las órdenes para contestar cualquier consulta. 
SEÑOR GALLO.- Quiero hacer un comentario a raíz de lo manifestado por el señor productor Leániz. 


Cada vez que se trata un proyecto de ley -el que sea- es habitual que la Comisión cite a 
comparecer a todos aquellos que tengan que ver con el tema en consideración para recibir insumos y 
escuchar opiniones diversas. Pero, en definitiva, el proyecto de ley es aprobado en función del criterio 
de la Comisión y también, muchas veces, de las opiniones recibidas. 


El señor Leániz dijo que en algún momento había comparecido en la Comisión respectiva de 
la Cámara de Representantes, pero que no se había cambiado el texto del proyecto de ley, que parecía 
que no se habían tomado en cuenta sus opiniones y que, en definitiva, eso podía significar una 
frustración para quienes tenían otra posición. Pero fíjese lo siguiente. La Comisión empezó a tratar este 
proyecto de ley en el día de hoy y recibió a dos agremiaciones de productores de leche: una agrupada 
en una Asociación y otra en una Cámara. Ahora bien, con respecto al proyecto de ley tienen visiones 
diferentes: mientras la Asociación, de alguna manera, lo considera bueno y que algunas de sus ideas 
pueden ser contempladas en la reglamentación, la Cámara tiene otra concepción -incluso ideológica- 
diferente. 


No se trata de que en algún momento no se tengan en cuenta determinadas opiniones ni de 
que a quienes la manifiestan después no la vean trasuntada en la ley les signifique una frustración, 
sino de que, en definitiva, cuando se hace el análisis final del proyecto, el criterio mayoritario o unánime 
recoge lo que a la Comisión le parece que son los fundamentos. Concretamente, lo que quería 
manifestar es que cuando se comparece a una Comisión y se da una opinión que luego no se traduce 
en la ley, no significa que esa opinión haya sido desvalorizada sino que se piensa diferente. 


SEÑOR LEÁNIZ.- En primer lugar, compartimos el espíritu del proyecto de ley. Para nosotros, no es 
malo, ni decimos que esta redacción no vaya a tener un impacto positivo. Es más, lo pusimos en el 
documento que le enviamos por correo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso nos llegó hoy. 


SEÑOR LEÁNIZ.- A nosotros nos llegó ayer la invitación. Yo venía en viaje y como estaba con el 
celular prendido dentro del avión, me dijeron: “Tenés que estar a las doce porque Fulano no va, 
Mengano no va y Zutano tampoco”. 


No tenemos nada en contra de este proyecto de ley, ni mucho menos; no estamos diciendo 
que no compartimos su espíritu. Lo que decimos es que puede ser ampliado y si le preguntan a la 
gente que acaba de ingresar y a la que recién se fue sobre nuestra posición ideológica, van a compartir 
ese concepto. Como ese concepto no está en el proyecto de ley sino en la exposición y en la versión 
taquigráfica de cuando compareció el Ministerio en la Comisión de la Cámara de Representantes -y 
también está en lo que uno sabe de quién es quién en este ambiente- desde nuestro punto de vista, 
esta iniciativa es, de alguna manera, insuficiente. Es obvio que va a haber productores que 
posiblemente van a tomar campos en estas condiciones, pero yo no quisiera ser uno de ellos. Si uno 
precisa plata y va al casino, lo hace sabiendo cómo le prestan plata en el casino, pero eso no quiere 
decir que sea lo mejor. Por supuesto, en un determinado momento tendrá que tomarse esa posibilidad, 
pero habrá quien lo haga y quien no; quien tome esa opción y quien no lo haga. 


Creo que lo que se busca con los ocho artículos que protegen a la AFAP con respecto a la 
expulsión del mal pagador -también se incluyen cosas que no tienen que ver con el pago sino con el 
uso- es que haga plata con una inversión; lo explicitamos acá y en la Cámara de Representantes en su 
momento. 


Mi casa está ubicada en un terreno históricamente papero, como es la zona de Libertad, en 
Kiyú. Nunca me había dedicado a la papa y ahora estoy haciendo una inversión en riego para 1.900 
hectáreas del orden de los US$ 90.000; es una fortuna, porque representa el 30% de la facturación 
anual de mi producción de leche. Para poder financiar esa inversión en riego tuve que recurrir al cultivo 
de papa. Hubo que hacer tres pozos de 50.000 litros cada uno, colocar una línea de UTE, tuberías, y 
sin llegar al riego por pivot. Pero para dedicarme al cultivo de papa, tuve que renunciar a la parte del 
área para leche, no aumentar la producción lechera -como lo están haciendo todos- para poder 
financiar rápidamente esa inversión. Pero si yo tomo un campo en estas condiciones, no puedo hacer 
eso y me quedo sin riego. 


En definitiva, la opción no es ayudar al tambero dándole solamente un campo, sino 
ofreciéndole determinadas condiciones. El tambo que se viene, el del siglo XXI, va a necesitar una muy 
fuerte inversión por hectárea, en la que ya estamos inmersos. Todo lo que hemos hecho para pradera, 


y en su momento para tambo, desde colocar luz para el tanque de frío, un buen acceso para el camión 
semirremolque y demás, todo eso es insuficiente a la luz de lo que está pasando hoy. Tenemos que 
empezar a encerrar las vacas, a darles de comer en la boca una vianda que es cara -por ende no la 
podemos desperdiciar- a poner hormigón, a darles confort, etcétera. La sombra es insuficiente y el 
cambio climático nos condiciona. Esta semana llovieron 250 milimetros y se desbordaron de vuelta 
todos los campos, lo que nos obliga a poner el ganado en piso firme. Eso es inversión; es mucha 
inversión. Cualquiera de esos tambos que uno lee que rentan a US$ 800 por hectárea en FUCREA, en 
los últimos cinco años invirtió US$ 2.000 por hectárea. Esto lo dice quien fue Presidente de FUCREA, 
está en un grupo CREA y todos los días analiza estos números. Nadie va a poner US$ 2.000 por 
hectárea en un campo que va a ser ajeno eternamente. Entonces, ese predio está condenado a no 
rendir socialmente y a no generar la riqueza que potencialmente tiene. 


Una parte de mi negocio va por el lado de la soja; tiene que ver con el expeller de soja que 
doy de comer a las vacas y con el biodiesel que consumen los tractores. La reforma tributaria, señor 
Senador Couriel, nos condena a los tamberos a disponer del IVA del gasoil hasta el 1.1% de la 
facturación bruta. Hoy, cualquier tambero -incluso la gente que estuvo recién en la Comisión- gasta en 
gasoil más del 5% de la venta bruta de leche cuyo IVA es el 1.1%. Ese IVA se neutraliza; va a costo 
pero no se descuenta. En nuestro caso, lo que incorporamos es un biodiesel por esa diferencia, cuyo 
IVA sí podemos descontar. Para eso planto soja y trato de buscar un campo ajeno. Esa soja la llevo a 
la cooperativa que me entrega el expeller y me vende el biodiesel, de cuya factura descuento el IVA. 
Pero esto no lo hago solamente yo. Entonces, tomo un campo pero no me dejan plantar papa para 
financiar el riego ni soja porque es un yuyito que se ve mal y me veo obligado a comprar todo el 
expeller que les doy a mis vacas. No olvidemos que la soja que se exporta a China es producto de 
consumo animal. Si sacamos el 18% de aceite -que es lo que puede dar para biodiesel- nos quedamos 
con un 82% que es materia de consumo animal, para las gallinas, para los cerdos y para las vacas. El 
expeller de soja es el mejor producto para obtener proteína en la dieta de una vaca. Lo podemos hacer 
con la leche a cuarenta porque está a la par de un expeller de quinientos, pero cuando la leche costaba 
veinte mirábamos al expeller como quien va a una tienda de la Calle 20 en Punta del Este. Reitero que 
el expeller de soja es producto de consumo animal. Cuando Uruguay exporta la soja y nos la compran 
los chinos, terminan comiendo carne de pollo y haciendo la leche, pero no se comen toda la soja. 
Entonces, desmerecer a la soja porque no está dentro del negocio del tambo es un error conceptual 
muy común en Montevideo o en un ámbito plural como el Poder Legislativo. Cuando uno va a hacer un 
cultivo, el hecho de tener soja en la cabecera de la rotación, implica que tengamos que usar el 
glifosato tan famoso y barato, porque nos permite iniciar con un suelo limpio el resto de la rotación. Si 
hacemos dos o tres aplicaciones de glifosato a la soja durante el ciclo de su cultivo, nos queda el 
campo limpio para hacer lo que queramos. 


En conclusión, un texto legal que condiciona, que da armas a un burócrata de turno -es decir, 
de este Poder Ejecutivo, del que viene o de otro- para que diga: “Usted está haciendo las cosas mal; se 
tiene que ir del campo y en dos meses lo tiene que dejar libre”, es muy duro y no está en línea de la 
filosofía, no ya propietarista e ideológica que comentaba el señor Senador Gallo, sino con la de 
cualquier productor cuando va a tomar un campo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Presidente de la Cámara Uruguaya de 
Productores de Leche por su opinión y por su informe que, por supuesto, va a ser incorporado a la 
versión taquigráfica. 


(Se retira de Sala el Presidente de la Cámara Uruguaya de Productores de Leche.) 
(Ingresan a Sala los representantes del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca.) 


La Comisión de Hacienda, integrada con la de Ganadería, Agricultura y Pesca, tiene el gusto 
de recibir a una delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca compuesta por el 
Subsecretario, ingeniero agrónomo Enzo Benech, el asesor, señor Darío Madeiro, el Director General 
de Secretaría, doctor Alberto Castelar y el Presidente de Inale, ingeniero agrónomo Manuel Marrero. 


El tema que nos convoca es el proyecto de ley por el que se implementan fideicomisos 
financieros para el incentivo de la producción lechera, que es además una iniciativa del Poder Ejecutivo 


que ya tuvo media sanción de la Cámara de Representantes. 


Con mucho gusto vamos a escuchar a la delegación del Ministerio, y seguramente a la 
brevedad contaremos también con la presencia del señor Ministro. 


Tiene la palabra el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Es un gusto conversar con los señores Senadores; trataremos de 
despejar las dudas que pueda haber generado este proyecto de ley. Como dijo el señor Presidente, 
seguramente el señor Ministro esté en viaje hacia aquí, porque cuando nos comunicamos con él 
estaba en otra reunión, pero su voluntad era hacerse presente en esta sesión; esta época del año es 
siempre difícil. 


Voy a hacer la parte introductoria y después les pediremos a los especialistas en estos temas 
del marco legal que abunden en la información. Por supuesto, estamos dispuestos a contestar todas 
las preguntas que los señores Senadores deseen formular. 


Este es un proyecto de ley, no diría novedoso, para un sector muy especial de la actividad 
agropecuaria del Uruguay, que es la lechería, que tiene un dinamismo muy especial y ha crecido 
mucho en forma sostenida. Hoy la producción se ha incrementado en base a productividad: tenemos 
un área un poco menor, pero tenemos mayor eficiencia productiva. Se trata de un sector que ha 
ganado mercados de exportación; ha pasado de ser un sector muy protegido, que en sus inicios 
producía para el abasto interno, a uno con un perfil netamente exportador, que está vendiendo a muy 
buenos precios a nivel internacional. Además, este sector tiene una integración de la cadena 
productiva, con un fuerte componente de capital nacional cooperativo. 


Es por todos conocida la situación de la agropecuaria, el tema de los precios de la tierra, los 
incrementos que se han registrado y los aspectos que tienen que ver con la escala en los sistemas 
productivos, incluida la lechería. Los datos del último censo revelan algunos indicadores de pérdida de 
productores, sobre todo los más chicos, algunos de los cuales corresponden al sector de la lechería. 
No es sencillo -hasta diría que es imposible- para un productor lechero -sobre todo si es chico- hacer 
frente a la compra de tierra, dados los precios actuales, si intenta pagarla con la lechería. Por esta 
razón, desde el Ministerio se trabajó bastante en la elaboración de este proyecto de ley mediante el 
cual se intenta generar una herramienta para ayudar a algunos productores que tienen problemas de 
escala, o problemas sucesorios o generacionales -cuando un productor chico que tiene varios hijos 
fallece, luego a estos les resulta difícil mantenerse en la actividad- que es algo que se está dando en la 
realidad actual del Uruguay. Por tanto, esta puede ser una herramienta que ayude. 


Revisando los datos, encontramos, por ejemplo, que hay 2.283 productores de menos de 100 
hectáreas. Entonces, en la carrera por la productividad y por la escala, a veces al productor más chico 
se le hace difícil mantenerse en actividad. 


A través del diseño de esta iniciativa se prevé generar un fideicomiso, utilizando fondos de los 
uruguayos para comprar tierra de los uruguayos para, a través de un sistema, arrendarla a plazos 
largos a productores que estén en actividad. La idea es permitir, no comprar la tierra, sino acceder a su 
uso, pero en plazos largos. Hay antecedentes muy buenos de este sector que justifican por qué esta 
herramienta se destina a la lechería: los lecheros ya han tenido dos fondos de apoyo, que han sido 
repagados antes de los plazos de vencimiento, porque la cadena está integrada. El lechero tiene que 
ordeñar todos los días, remite su leche, hay una industria atrás y puede retener de la remisión el 
importe del pago de su cuota. Así ha funcionado. Entonces, a quien pone la plata, esto le da una 
garantía de cobro, que no es un tema menor. 


Esta herramienta es necesaria porque, como ustedes saben, los precios de la tierra han 
subido mucho. Entonces, para quien pone la plata, el negocio no está solo en la renta o en el interés 
que pueda cobrar por la plata, sino en el negocio inmobiliario, porque el precio de la tierra sigue 
subiendo. Por eso nos parece que hay gente interesada en poner plata para esto. Creemos que si bien 
a los productores lecheros se les dificulta la compra de tierras, es posible que paguen buenos 


arrendamientos y logren ser competitivos en la actividad agropecuaria, con los buenos precios que hoy 
tiene la agricultura, o con la ganadería. De esta forma, entonces, les podríamos estar dando algunas 
condiciones de competitividad. 


Nosotros ya hemos asistido a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes y 
nos reunimos con las gremiales lecheras para difundir esta herramienta y recibir opiniones, y hasta 
ahora hemos recogido apoyo a esta idea. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Ministro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Por supuesto que estaba prevista la posibilidad de disponer de fondos 
públicos, a través de un agente fiduciario, para la compra de tierras. Esto necesita un trabajo muy 
profesional en cuanto a qué tierras comprar y cómo asignarlas, además de todo el proceso productivo 
de la tierra, pero en realidad nos parece que es una herramienta complementaria a lo que hoy se está 
haciendo en el país en materia de tierra. Como ustedes saben, el Instituto Nacional de Colonización ha 
repartido bastantes tierras -se está haciendo un esfuerzo importante a través del país- pero a nuestro 
juicio esta es una herramienta distinta y complementaria que necesita un marco legal -por eso el 
proyecto de ley- para que los que pongan el dinero cuenten con el respaldo suficiente para recuperar 
su capital. No creemos que haya ninguna cosa rara; nos parece que hay unos cuantos antecedentes 
favorables y por eso lo hemos planteado así y lo estamos apoyando fuertemente. Hemos recibido el 
beneplácito de los productores en general; por supuesto que puede haber matices, pero con quienes 
hemos hablado han respaldado esta iniciativa. 


Para todo el sector agropecuario, la actividad lechera, además de ser importante para el país, 
afinca a la gente, pero necesita un fuerte respaldo tecnológico, máxime si tenemos en cuenta los 
niveles en los que hoy se encuentra Uruguay. Para ser un buen lechero hay que ser un buen 
agricultor; hay que ser un buen manejador del pasto; hay que ser un buen manejador de la sanidad 
animal; hay que ser un buen manejador de los recursos humanos; la verdad es que hay que ser 
completo. A nosotros esta apuesta nos parece desafiante; nos parece que para un país productor de 
alimentos, que accede a mercados demandantes que cada vez pagan mejor, es una apuesta que vale 
la pena hacer, pero tenemos que ingeniarnos para usar todas las herramientas posibles. Por supuesto 
que no pensamos que con esta herramienta solucionamos todos los problemas; no estamos pensando 
en que los productores compren tierras; estamos pensando en una herramienta que pueda ayudar a 
alguna porción de productores para que les dé escala, para que atiendan sus problemas 
generacionales y sucesorios, para que se puedan seguir quedando y para que puedan seguir peleando 
una carrera que tiene que ver con la competitividad en un mercado internacional que es 
tremendamente agresivo. Sin embargo, la cadena de la lechería uruguaya -increíblemente para 
quienes ya tenemos el cabello blanco y nos acordamos de la protección que había y las dificultades en 
el mercado- ha demostrado que está compitiendo en los primeros lugares del mundo. Como 
integrantes del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca nos parece que deberíamos atender esta 
situación y por eso estamos estudiando este proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO..- Buenas tardes. Antes que nada quiero pedir disculpas por la demora. 


Creo que hay que destacar -tal vez esté reiterando conceptos ya mencionados- que estamos 
en un país donde el valor de la tierra pasó de US$ 300 a US$ 6.000 -estoy hablando de la zona 
lechera-; en un mundo que cambió, que demanda proteínas animales, pero también producción láctea; 
y en un sector lechero -tal vez el más dinámico en términos de innovación tecnológica- que tiene un 
altísimo grado de integración. No hay que perder de vista que en los últimos cinco años la producción 
lechera aumentó en un 47,8% su producción física -advierto que no estoy hablando de valores, sino de 
producción física-; que básicamente lo ha hecho sin incorporar más áreas a la producción ni más 
animales en ordeñe; que en ese proceso de alguna manera se han perdido algunos productores - 
normalmente los que no tienen escala-; que la lechería es una actividad que puede ser rentable con 
superficies no muy grandes; que es un sector que tiene bastante experiencia en el uso de herramientas 
asociativas, como los campos de recría. En estos días estamos lanzando algunos modelos con la 
misma lógica de los campos de recría, que son los bancos de forraje, que procuran dar competitividad 


a los pequeños productores bajando el costo de producción del kilo de materia seca por el lado de la 
incorporación de tecnología. La lógica es que cada pequeño o mediano tambo de este país tenga 
exclusivamente animales en ordeñe, que la recría se haga afuera, pero que todo lo que es reserva 
forrajera también se haga afuera. Recordemos que hoy la base nutricional de la lechería uruguaya es 
entre el 55% y el 60% de pastoreo directo y que el resto son suplementaciones, ya sea de fibra o de 
granos. ¿Dónde entra a jugar este tema? Resolviendo el problema que pocas veces se ha atendido y 
para el cual se requiere capacidad propositiva: los desafíos del relevo generacional. 


Muchas veces, cuando miramos la dinámica poblacional -se acaban de publicar los datos del 
censo- en cuanto al número de productores, uno mira dos fotografías: las correspondientes al año 2000 
y al 2011. Seguramente hay múltiples interpretaciones sobre el cambio en el número de productores 
dependiendo de la escala, la región, el sector productivo, razones de competencia entre los sectores 
productivos, algunos más dinámicos, con diferencias de escala, de incorporación de capital y de 
inversión. Pero hay un tema del que nunca se habla, insisto, que son los desafíos del relevo 
generacional. Estoy hablando del tambero que tiene cien hectáreas -que es viable con esas hectáreas- 
y cuatro hijos: uno de ellos trabaja con él en el tambo y, de los otros, uno es médico, otro maneja un 
taxi y la hija está en Australia. Un día, cuando falta el padre, se dan cuenta de que tienen veinticinco 
hectáreas, que hoy valen US$ 200.000. Entonces, el que maneja un taxi o la que está en Australia 
reclaman lo que les corresponde por derecho y se discontinúa una empresa que tenía una escala. Por 
tanto, esto también apunta a generar un instrumento que permita dar continuidad a empresas que 
pierden escala por los desafíos del relevo generacional. 


Lo siguiente que quiero destacar es por qué se aplicará a la lechería. En primer lugar, por las 
características del rubro, ya que la leche hay que remitirla todos los días; en segundo término, porque 
el 83% de la leche en el país se procesa a través del sistema cooperativo; en tercer lugar, porque ese 
sistema cooperativo ha permitido el desarrollo de una cantidad de innovaciones, no solamente 
tecnológicas, sino también organizacionales y de financiamiento. Además, de alguna manera la 
integración vertical de la cadena nos garantiza los mecanismos de cobro que naturalmente requerirá el 
inversor que pone el dinero. 


La filosofía que hay detrás de este proyecto en el que hemos venido trabajando intensamente 
en los últimos dos años radica en lo siguiente: en general -puede haber algunas excepciones muy 
intensivas en la hortifruticultura- hoy ninguna hectárea de tierra se puede pagar o comprar con lo que 
ella misma produce. La única manera de comprar una hectárea más es teniendo un proceso de 
acumulación del propio sistema o recibiendo una inyección financiera externa. Como decía el ingeniero 
Benech, lo que se propone acá no es financiar la tierra para que la compre el lechero -es más, según 
algunos flujos de caja y algunos análisis económicos, lo que haríamos con eso sería arrastrar a ese 
productor a una situación de quiebra en algún escenario de caída de precios- sino dar estabilidad al 
productor. La idea es generar un instrumento para que el administrador de recursos previsionales, que 
razona en lógicas de treinta o cuarenta años -que no tiene el objetivo rentista de corto plazo porque 
tiene capacidad de ahorro a largo plazo- pueda destinar parte de sus recursos a la compra de tierras. 
No se trata de otra cosa que permitir que parte del ahorro previsional de los futuros jubilados se derive 
a la compra de tierra para arrendarla a productores y trabajadores del sector lácteo. Esa es la lógica 
que hay detrás de este proyecto. 


Estamos seguros de que en el sector lácteo este sistema va a tener éxito, y ojalá este éxito 
más el desarrollo de mejores relaciones contractuales y de encadenamiento en otros sectores -por 
ejemplo, el ganadero- nos permita securitizar flujos que posibiliten el acceso a la tierra. Como bien 
decía el ingeniero Benech, esto no debe interpretarse como algo competitivo con los cometidos del 
Instituto Nacional de Colonización, sino como complementario. El Instituto compra con recursos 
presupuestales y lo que nosotros proponemos es una figura complementaria que permite captar el 
ahorro apostando a una lógica de valorización del activo tierra a largo plazo. 


Creo que con esto es suficiente y estamos a las órdenes para contestar las preguntas que 
deseen formular. 


SEÑOR TAJAM.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida al señor Ministro y a la delegación del 
Ministerio y del Instituto Nacional de la Leche. 


Simplemente, quiero plantear dos cuestiones. 


Teniendo en cuenta la dinámica del proyecto de ley, debo decir que es bastante escueto 
porque refiere a la instalación del fideicomiso, que va a comenzar a funcionar con un fondo proveniente 
del mismo Ministerio, y luego a todo un régimen de arrendamiento, que obviamente es especial de 
garantía por el carácter de las inversiones que se espera lleguen al fideicomiso. Es preciso leer la 
exposición de motivos para entender cuál será la operativa a utilizar. Imagino que el Ministerio está 
pensando desarrollarla fundamentalmente en la reglamentación de la ley y que por eso no la incluyeron 
en el articulado del proyecto. 


Dicho esto, quiero hacer dos preguntas. La primera tiene relación con lo dicho por ustedes en 
cuanto a que, por supuesto, este es un proyecto de ley que se aplicará a un sector muy dinámico, que 
tiene determinada problemática y que todos están interesados en que se siga expandiendo. Sin 
embargo, dentro de ese sector, algunos de los que han venido a la Comisión dieron su opinión en el 
sentido de que a ese nivel habría algún rango de productores -por ejemplo, medianos productores- que 
podrían acceder a este proyecto con más facilidad que otros. Me gustaría que se concretara un poco 
más el alcance del proyecto de ley en términos de esos productores. 


La otra pregunta tiene que ver con que en la exposición de motivos figuran todos los agentes 
e intervinientes en el proyecto de ley. Así, tenemos al inversor que compra los títulos emitidos por el 
fideicomiso, que a su vez compra las tierras que luego arrienda para recaudar por ese arrendamiento, 
rentabilizando al inversor primario en función de la remisión de leche y la valorización de la tierra. 


En cuanto al punto vi) de todos los agentes que intervienen en esta mecánica, no me queda 
claro si las empresas industrializadoras lácteas cumplirían un rol de retención de recursos para dicho 
fideicomiso. No sé a qué recursos se está refiriendo, si es que hay un mecanismo sobre los mismos 
arrendamientos. Me gustaría que me lo aclararan porque no comprendo esa parte, que es bien 
importante entender ya que no está en el articulado sino en la exposición de motivos y después 
integrará la reglamentación. 


SEÑOR MINISTRO.- Sin perjuicio de que los asesores lo aclaren mejor, quiero señalar que se habla de 
la retención de una parte de la remisión para el pago de la renta. Es decir, se garantiza que, en este 
caso, la industria que recibe la leche de ese productor se obliga a hacer una retención para honrar el 
compromiso de pago de la renta. 


SEÑOR TAJAM.- Sí, lo sospechaba; está asociado al arrendamiento. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la primera parte de la pregunta relativa a que tal vez algunos 
productores tengan más facilidad que otros en el acceso -el señor Senador lo asociaba al tamaño- 
señalo que, en realidad, está pensado de la manera inversa. Es decir, en la situación actual, sin una 
alternativa de arrendamiento diferencial, quien tenga más capacidad económica, más respaldo y más 
escala competitividad -por la vía de la escala- tiene mayores posibilidades que el más pequeño. 


Ahora bien, es correcto razonar que este instrumento no sirve para todos los productores 
porque necesariamente requiere el pago de una renta, probablemente diferente a lo que podría 
pretender un inversor por su renta, que se compone de la de corto plazo y de la renta inmobiliaria de 
largo plazo. El negocio cierra con un flujo de caja que termina con un valor de la tierra dentro de 15 
años, según los modelos, realmente superior al actual. Pero no es viable pagar una renta razonable si 
el productor produce 3.000 litros de leche por hectárea. Esta iniciativa no soluciona los problemas de 
competitividad por baja productividad. O sea, este instrumento no resuelve los problemas de 
competitividad, de productividad ni de inversión; eso lo tenemos que hacer mediante otros mecanismos 
y otras políticas. Lo que proponemos es un instrumento que hoy es aplicable tal vez al 60% o al 70% 
de la producción, que tiene niveles de productividad por encima de los 5.000 litros de leche por 
hectárea; los otros problemas -como ya expresamos- no pueden ser resueltos por este medio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos compartimos que el proyecto de ley está muy bien inspirado; sin duda, 
es un instrumento interesante para los propósitos que se persiguen. 


Ahora bien, de los catorce artículos que contiene el proyecto de ley, dos de ellos están 
referidos a la creación y autorización de los fideicomisos financieros y los otros doce establecen un 
nuevo régimen de desalojo. 


¿Cuáles son las urgencias con las que está trabajando el Ministerio en esta materia? Me 
refiero a la necesidad de la aprobación del proyecto de ley; recién hoy ingresamos a su consideración y 
no tenemos más antecedentes que los que pasaron por la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, en base a la información brindada por las dos delegaciones que recibimos en el 
día de hoy y mirando los artículos que tienen que ver con el sistema de desalojo, nos da la impresión 
de que hay una excesiva situación de indefensión para quien en el futuro vaya a ser arrendatario, y eso 
puede conspirar contra los principios que inspiran la creación del fideicomiso, o sea, que los posibles 
arrendatarios puedan ser reticentes a ingresar en un sistema de estas características cuando se 
establecen posibilidades de desalojo, por ejemplo, por las varias causales previstas en el artículo 6* del 
proyecto de ley, o se eliminan posibilidades de defensa. En ese sentido, el artículo 9” expresa que no 
podrán invocarse hechos nuevos en el curso del proceso de desalojo, y que la resolución que rechace 
la pretensión incidental de nulidad por indefensión será apelable sin efecto suspensivo. Quiere decir 
que se produciría el desalojo y después seguiría el juicio. 


Me parece que ese es un tema extremadamente delicado que quizás merecería un análisis 
más en profundidad. Seguramente el Ministerio lo ha estudiado -de ninguna manera lo estoy poniendo 
en duda- pero imagino que también habrá pensado en esto. Por ejemplo, uno de los visitantes que 
recibimos hoy nos dijo que quien ingresa en un sistema de estas características siempre va a ver 
limitadas sus posibilidades de inversión como consecuencia de la inestabilidad a la que se va a ver 
sujeto, porque el campo no le es propio, no hay ninguna expectativa de que pueda serlo en el futuro y, 
a su vez, tiene encima la espada de Damocles de la extrema brevedad de los juicios y de las causales 
en función de las cuales se le puede dar el desalojo. 


Por eso me parece que las dos preguntas van de la mano. Por un lado, ¿cuáles son las 
urgencias que se plantea el Ministerio para este proyecto de ley? Además, ¿qué posibilidades 
tendríamos de estudiar un poco más ese tema? Entiendo que también tiene que haber garantías para 
el acreedor -por supuesto que tiene que haberlas- y para quienes ingresan en el fideicomiso e 
invierten; nadie quiere que a quien no paga o a quien no cumple con las razones fundamentales del 
objeto del contrato se lo perpetúen a través de un juicio. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer referencia a la filosofía del proyecto de ley y luego daré paso a mis 
asesores para que aborden los temas jurídicos. 


Desde el punto de vista de la construcción de herramientas, de instrumentos y de políticas 
para un sector que tiene las características a las cuales aludí en la introducción, si uno lo mira como 
conjunto advierte que el problema que tiene es que mes a mes pierde productores por inestabilidad ya 
que, justamente, se les vence el contrato de arrendamiento, la hermana vende la parte o hay una 
actividad más competitiva o más dinámica que deja más renta de la que él está pagando a pesar de 
que hace cinco años que está allí. En realidad, la indefensión la tienen hoy frente a un contrato de 
arrendamiento que se termina y a la inexistencia de una alternativa para plantear al dueño del campo. 


Esto está pensado con una dinámica en la cual haya una figura -obviamente, no será 
el Ministerio sino alguien que analizará proyectos productivos mirados desde el lado de la rentabilidad, 
del administrador, por decirlo de alguna manera- que entre los elementos de decisión, seguramente 
deberá tener toda la información que exista sobre ese productor, su familia o sus hijos, ya que en 
muchos casos eso permite darles continuidad. Por eso se involucra fuertemente a la empresa 
industrial. En realidad, la industria lo es en tanto recibe una materia prima. En un sector tan dinámico 
como el de la lechería, con tanto crecimiento, actualmente hay competencia -por suerte- entre plantas 
industrializadoras por el abastecimiento. No debemos dejar de percibir que en el Uruguay el 83% de la 
leche se procesa en el sistema cooperativo y que la empresa privada más grande es una cooperativa 
de 2.000 pequeños, medianos y algunos grandes productores. Por lo tanto, el concepto de la 
integración que vale para sacar un operativo de financiamiento de sorgo en 45 días -como hicimos el 
año pasado con Microfinanzas BROU- sobre la base de que hay un agente de retención que garantiza 


que se cobra, lleva a que el dinero aparezca al 4,5% de interés dado que se reduce el riesgo de cobro. 
¿Dónde existen los contratos de arrendamiento a 15 años de plazo? Estoy de acuerdo en que como 
productor sería mejor ser propietario de lo que exploto. En la medida en que no puedo serlo, lo que 
quisiera tener es la mayor estabilidad posible. Seguramente, si fuera propietario haría las inversiones 
con una seguridad distinta a la que me brinda tener 15 años de plazo. Pero no hay dudas de que es 
mejor contar con 15 años de plazo que 2 o 3 años o 6 meses. 


Esto apunta a ser un instrumento para solucionar esas situaciones de inestabilidad y dar 
oportunidades a quienes no las tienen de otra manera. ¿Cuál es el precio que eso tiene? El precio de 
un contrato a 15 años, de una renta más baja porque se apuesta a la valorización inmobiliaria, y de que 
tal vez podamos generar este instrumento en producto y no en moneda -ya lo hemos analizado- es 
decir que una parte de la renta o el arrendamiento sea en litros de leche. El negocio de un inversor 
inmobiliario no está en que le vaya mal al productor, sino en que reciba una renta y que tenga 
distribuida parte de su inversión en un activo fondeable. El precio de todo eso es que el mecanismo de 
desalojo sea más rápido que el habitual. ¿Por qué hablo del precio? Lo ideal es enemigo de lo bueno; 
queremos tener 15 años de plazo con una renta en producto y con una renta que sea pagable. Quienes 
estarían interesados en ser inversionistas ven una limitación, y nosotros también la vemos. Podríamos 
hablar horas y seguramente todos tendremos matices o posiciones diferentes respecto a si fueron 
buenos o malos los cambios que se realizaron a la ley de arrendamientos rurales o si el plazo de 
radicación mínima era bueno o malo. La realidad parece mostrar que la flexibilización de esa ley, que 
aparentemente genera indefensión porque no hay plazo de radicación mínima, ha dado una dinámica 
de arrendamientos en el país como no hemos visto antes. Entonces, esto podría mirarse de un lado o 
del otro. 


Respecto a las urgencias, pensamos que este es un instrumento que está llamado a 
transformarse en una política de Estado. Si hay un área que tiene muy lejos la frontera de crecimiento 
es el sector lechero. Como decía el ingeniero Benech, para ser un buen lechero hay que ser un buen 
agricultor. Hoy estamos con un desarrollo exuberante de nuestro sistema agrícola, pero en algunos 
lugares se está haciendo en suelos que no toleran la agricultura continua. En esos suelos la renta que 
se paga por la agricultura no es sustentable en el largo plazo por la caída de la productividad; sin 
embargo, en esos suelos es posible una agricultura forrajera que sustente una lechería de 8.000 o 
10.000 litros de leche por hectárea. Ese es el milagro neozelandés; si ustedes van a Nueva Zelanda 
pueden pensar que ese país no tiene granos. Tiene la misma latitud que nosotros y suelos parecidos a 
los nuestros, pero no desarmaron su aparato forrajero cuando la soja llegó a US$ 500 o el trigo a US$ 
300. Tienen un sistema productivo que van intensificando cada vez más en la fase pastoril. El Uruguay, 
por su parte, tiene condiciones un poco diferentes por nuestras características climáticas. 


En su origen, la frontera de la lechería era el abastecimiento a las ciudades y a la capital, 
pero hoy el emprendimiento lechero más grande del país está en Durazno. ¿Cuántos agricultores que 
no son competitivos con 150 hectáreas de agricultura son competitivos con 150 hectáreas de lechería? 
¿Cómo les mejoramos la escala? ¿Cómo les podemos dar estabilidad? Nosotros lo tenemos relevado: 
hay un porcentaje no menor de productores que están en el rango de 100 a 250 hectáreas y que más 
de la mitad de tierra que explotan es en arrendamiento de corto plazo. Todos esos productores tienen 
la espada de Damocles encima una vez que se venza el contrato de arrendamiento. 


Insisto, ¿por qué esta medida está llamada a transformarse en una política de Estado? Porque 
apunta a algo de lo cual se ha hablado muy poco y para lo cual prácticamente no hay legislación en 
este país; estoy hablando de la creación de instrumentos para resolver los desafíos de los relevos 
generacionales. ¿Cómo mantenemos la escala competitiva y la continuidad en la gestión de una 
empresa? La lechería, considerando todos los sectores que hemos analizado, es la que tiene las 
condiciones como para desarrollar en forma exitosa este instrumento. Si esto ocurre, dará lugar a la 
generación de instrumentos similares. Las urgencias están en poner cuanto antes este instrumento a 
disposición de los productores para aprovechar un momento tan dinámico como el que está 
atravesando la lechería en el presente. Hoy están todos los astros alineados. Nuestra preocupación de 
que la renta sea en leche y no en moneda está en que no podemos descartar -por más que todos los 
indicadores nos digan que el crecimiento del consumo de carnes y lácteos va a mantener los precios 
altos- una fluctuación en los precios. Por eso es importante crear este instrumento. Creo que lo más 
importante, además del plazo, es que los inversores estén dispuestos a pensar en una renta en 
producto y no en moneda, porque ese es el elemento que les da más estabilidad a los productores. 


SEÑOR MADEIRO.- Nos vamos a detener en los plazos abreviados a raíz de la pregunta del señor 
Senador. Por supuesto que lo tuvimos presente en el estudio de los antecedentes del tema, de la 
exposición de motivos y del propio texto del proyecto de ley. En ese sentido, corresponde señalar que 
se pueden citar numerosos fallos a lo largo de distintas integraciones de nuestra Suprema Corte de 
Justicia, desde el año 1992 hasta el presente, que están a disposición de los señores Senadores. En 
ellos se ha sostenido que es posible establecer procesos abreviados y tratamientos diferenciales, 
según el caso de que se trate. Por ejemplo, los señores Senadores saben que en otras materias 
también hay tratamientos diferenciales y procesos abreviados, más allá de los empleados en caso de 
desalojos. Por ejemplo tenemos las ejecuciones del Banco Hipotecario de viviendas que han tomado 
un crédito. Se trata de procesos sumarios, donde las posibilidades de defensa y de oportunidad se 
concentran en una audiencia única y también hay apelación sin efecto suspensivo. Justamente, en 
esos fallos que citamos, la Suprema Corte de Justicia ha señalado que la existencia de un bien general 
justifica el diseño de una estructura procesal abreviada que limite las posibilidades de defensa, que 
concentre la oportunidad de oponer las excepciones o defensa en una audiencia única y también la 
apelabilidad de la sentencia de primera instancia sin efecto suspensivo. 


Recordemos que este proyecto de ley es una herramienta; no obliga a ningún productor a 
entrar en este sistema. Es una herramienta más que apunta a determinada población objetivo, como 
indicaban el señor Ministro y el Subsecretario. Está pensado para productores que ya están en una 
cadena productiva, es decir, que son remitentes a una planta. Entonces, como contrapartida -no 
vamos a ser demasiado extensos, porque ya se refirió al tema el señor Ministro- tenemos la eliminación 
de los plazos mínimos de estabilidad en la tierra, que quedaron derogados cuando en 1991 se aprobó 
la Ley N* 16.223 -recordemos que hasta ese momento estaba vigente el Decreto ley N* 14.384- y no se 
aseguró más la radicación mínima en la tierra. Entonces, si estamos hablando de falta de garantía y 
de oportunidades, de que el productor potencial que esté interesado en entrar en esta cadena no tiene 
garantías, recordemos que tampoco las tenía hasta el presente, con arrendamientos a plazos de once 
meses, cuando sabemos que la llave para estipular el plazo la tiene el dueño de la tierra, porque en la 
próxima cosecha estudiará cuánto le ofertan por el predio. En ese sentido, sinceramente pensamos 
que se justifica el diseño de un juicio abreviado porque, además, tenemos que pensar en los 
inversores. 


Sin tomar en cuenta un diseño de una estructura procesal de este tipo, ante el retraso en dos 
mensualidades -también es un elemento que se pacta en cualquier contrato- en dos cuotas o partidas 
periódicas de pago de capital  -y muchas veces de intereses también- están sin protección y se va a 
un juicio abreviado con esa instancia única y con la apelabilidad sin efecto suspensivo. 


En cuanto a la pregunta del Senador sobre la urgencia del Ministerio, me gustaría ampliar un 
poco la información. La ley tiene que habilitar al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a 
disponer de esos $ 20:000.000 para cubrir los costos iniciales. ¿A qué nos estamos refiriendo cuando 
hablamos de costos iniciales? Se trata de aquellos que se requieren para poner en funcionamiento este 
negocio llamado de fideicomisos para el incentivo de la producción lechera. Estamos pensando 
justamente en poner en movimiento esta maquinaria en AFAP que, como muchos sabemos, tienen 
interés en invertir en este tipo de emprendimientos. Cuando concurrimos a una de las gremiales de 
productores lecheros, nos acompañó el Presidente de República AFAP, y sabemos que hay interés en 
invertir, tal como se hizo en el fideicomiso forestal. En este tiempo de globalización que vivimos, 
también es importante dar señales claras de que no se tratará de un proceso eterno con defensas o 
excepciones que todos conocemos y que a veces son verdaderas chicanas para conseguir más 
tiempo cuando ya se sabe el resultado de fondo. Sabemos que el tiempo que se está en la tierra se 
está trabajando, por lo que se está pensando en productores que ya participan de la cadena. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco a los representantes del Ministerio que nos estén acompañando 
el día de hoy. 


Por mi parte, tengo cinco consultas para formular. Aclaro que los miembros de la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, así como los de la Comisión de Hacienda, acabamos de tomar 
contacto con el proyecto de ley. 


El señor Ministro ponía algunos ejemplos -como el de la persona con el hermano en Australia- 
en los que se quería vender y con esta herramienta se ayudaría a que el que se quedó pueda acceder 
a la tierra. Parecería ser un ejemplo más hacia la compra que hacia el arrendamiento. Más allá de que 
quedó clara la posición del Ministerio, pienso que quizás no sería bueno limitarse, ya que el día de 
mañana puede llegar a ser conveniente no sólo el arrendamiento sino facilitar la transferencia de la 
propiedad. Esto no quiere decir que el Ministerio lo vaya a hacer, pero observo que a través del artículo 
1% se limita exclusivamente al arrendamiento, y pienso que quizás se podría dejar abierta la posibilidad 
de lograr el objetivo del incentivo a la producción lechera también mediante el acceso a la propiedad de 
la tierra por los productores. Después el fideicomiso resolverá si va en un camino o en otro y, en este 
sentido, creo que dejarlo abierto no lo obliga, pero sí le da una herramienta más sobre la cual trabajar. 
Creo que esto es un aporte. 


La segunda consulta sería la siguiente. Si bien no se dice que los contratos van a ser 
exclusivamente para lechería, eso parece surgir del espíritu general de la ley. Ahora bien, todos 
sabemos que hoy en día no es una sola actividad la que se desarrolla en los predios, sino muchas. 
Quizás limitar esto exclusivamente a la lechería como objeto, dada la sanción que está prevista en el 
artículo 6%, parecería ser un poco fuerte. Pienso que tal vez se podría hablar de actividades conexas o 
actividades agropecuarias. 


La consulta tercera tiene que ver con el inciso segundo del artículo 2%, en el que se establece: 
“Los términos y condiciones para el reembolso de los referidos fondos serán establecidos en cada 
oportunidad”. Obviamente, eso genera alguna diferencia entre quienes acceden al fondo. Digo esto 
porque, de repente, uno accede hoy a un precio y otro accede a otro en el día de mañana. De esta 
manera, algunos podrían decir que tal persona logró ese precio por tal motivo. Quizás eso es válido 
porque el mercado en ese momento estaba de una manera, y luego cambió, pero pienso que se podría 
establecer en la ley algún tipo de regulación. No sé si el precio sería el valor de la leche o algo de ese 
tenor, pero creo que dejar la fijación de los precios tan abierta a la voluntad de quienes administren el 
fideicomiso, en cada oportunidad, sin ningún tipo de regla, implicaría una discrecionalidad que no 
siempre es buena. Por supuesto que no estoy acusando a nadie del Ministerio, pero el día de mañana 
el Ministro no va a estar y va a haber otro que podrá establecer otras condiciones. Creo que sería 
bueno ser un poquito más precisos en el acceso a las condiciones y los términos, y en especial 
respecto a los precios, que están previstos en el artículo 2”, porque queda muy abierto. 


En cuanto al cuarto punto, que era el tema del plazo, el señor Ministro ya lo ha contestado. 


El quinto punto es un tema jurídico. Creo que el colega que recién hizo uso de la palabra es 
más joven que yo y no debe de haber ejercido con el Código de Procedimiento Civil, como sí nos tocó 
a los de mi generación, quienes tuvimos que transformarnos por la entrada en vigencia del Código 
General del Proceso; es decir, tuvimos que aprendernos dos Códigos. Recuerdo las enseñanzas de 
Gelsi Bidart, Torello y Véscovi, quienes junto a Couture fueron los grandes procesalistas que ha habido 
en el país. Una de las grandes cosas del Código General del Proceso es que terminó con una infinidad 
de procesos distintos que había para cada materia en el país. Si uno iba a ir a la Aduana, tenía un 
procedimiento; si iba a un juicio civil, tenía otro; si estaba en un proceso de desalojo, tenía otro 
procedimiento; realmente, para los abogados era una tortura, porque había que estudiar una infinidad 
de procedimientos distintos que se habían ido trayendo al país por acumulación. Quizás siempre con el 
mismo espíritu, poniendo en juego la celeridad con el sagrado derecho de defensa que tiene todo 
ciudadano, en especial recuerdo las enseñanzas de Gelsi Bidart en aquel entonces, quien decía que 
por la patología de una chicana uno no debe extender la enfermedad de privar del derecho 
constitucional de defensa. Entonces, entiendo la necesidad de los acreedores, la necesidad de los 
fideicomisos; entiendo que esas son las seguridades que exige el capital, el vil dinero, pero me paro 
firme en el sentido de que hay un derecho de defensa que siempre hay que otorgarle a todos, aun al 
que debe. Además, creo que plantearse exclusivamente la situación del que debe en ese proceso es 
estrechar la mira, porque entre los supuestos para terminar con el contrato, el no pago del precio es 
solamente uno; los otros son discusiones legítimas como, por ejemplo, que se entienda que no se dio 
el destino que se había previsto. ¡Y vaya si eso es discutible en la actividad agropecuaria! “Y, puso un 
gallinero” “Y sí, puse un gallinero” “Y esto es la lechería, pero usted puso un gallinero” “Y sí, puse un 
gallinero” Y, entonces, ¿eso es un destino distinto? ¿Qué vamos a decir? También se debe cumplir con 
las siguientes obligaciones para que no se dé el desalojo al productor: cuidar el predio diligentemente; 
realizar la actividad productiva objeto del contrato; no dar en subarrendamiento, aparcería, pastoreo o 


cualquier otra modalidad contractual la tenencia total o parcial del predio a terceros. Son cosas 
realmente discutibles, más allá del pago o no pago. 


Acá se establecen algunas excepciones al proceso ejecutivo previsto en el Código General del 
Proceso que me parecen complicadas. Me refiero, por ejemplo, a las previstas en el inciso segundo del 
artículo 9* y en el inciso primero del artículo 10. Se establece el proceso de ejecución monitorio, lo cual 
es sensato; está previsto en el artículo 353 del Código General del Proceso que cuando una ley 
especial remite a ese proceso monitorio, se puede hacer. Sin embargo, se establece que una vez 
dictada la sentencia de primera instancia, no tiene efecto suspensivo. Eso es innovar aun en el proceso 
ejecutivo existente, porque en el proceso hipotecario -que es quizás el que se espera sea más rápido- 
no se prevé la doble revisión de un fallo, que parece ser la mínima garantía que uno necesitaría. 
Además de eso, se establece que si el demandado gana el juicio en segunda instancia, no procederá 
nunca la devolución del predio. Parece un poco mucho; parece un poco desprotegido el derecho de 
defensa de los ciudadanos. 


Ya hemos llegado al proceso monitorio que mejoró muchísimo con el Código General del 
Proceso, se avanzó muchísimo respecto al Código del Procedimiento Civil, pero creo que no podemos 
ceder tanto a la presión del interés del capital, que además desbalancea un poco. 


Hace un rato el señor Senador Agazzi señalaba con razón -no me voy a vestir con las plumas 
del Senador Agazzi- que de acuerdo con el artículo 11, el arrendatario podrá solicitar la clausura del 
proceso; si no cumple con el pago de las dos cuotas se le puede pedir el desalojo, pero si las paga, 
deberá consignar la suma adeudada más el 60% por concepto de intereses -eso es usura- más los 
tributos y los gastos que están a su cargo. Me parece que está un poco desbalanceado. 


No quiero volver al viejo Código del Procedimiento Civil, pero recuerdo también las 
enseñanzas del doctor Enrique Véscovi -de quien fui su alumno- cuando hacía la rémora del proceso 
ejecutivo desde la Edad Media. En ese período, cuando a alguien le debían dinero, estaba permitido 
juntar a sus amigos, ir y tirarle piedras hasta que le pagaran. Esto evolucionó luego en la Prusia y se 
llegó a una facultad que quizás era mejor: lo que le podía hacer el acreedor al deudor -con las botas 
puestas, eso sí- era ponerle los pies sobre brasas encendidas hasta que pagara. Creo que en un 
Estado de Derecho hemos evolucionado bastante bien en el sentido de que tenemos que ir a un 
proceso de ejecución, hecho para caer, pronto y bien, a aquel que debe pero me parece que no 
podemos volver a procesos de la Edad Media. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto a la posibilidad de prever el tema de compra, habrá que estudiarlo. Lo 
que está claro -reitero el concepto- es que el instrumento apunta a construir la oportunidad de la 
continuidad de aquellas empresas que hoy se ven amenazadas, porque se les termina el contrato y si 
hay alguien que paga más, puede correr el riesgo de perder el lugar, por decirlo de alguna manera. En 
realidad, cuando se analiza los valores de la tierra en las zonas lecheras, la posibilidad de que parte 
de lo que debería ser una renta de mercado no se tenga que pagar, porque quien hace la inversión 
está haciendo una inversión inmobiliaria, supone tener una renta competitiva para la lechería. Es decir 
que en determinados lugares la lechería hoy no podría competir con la renta que paga la agricultura. 
Este instrumento permitiría -dadas las características del sector lechero, esto es, la integración de la 
cadena, la inserción internacional del rubro y las mismas características socioproductivas de los 
destinatarios de quienes estamos hablando- acceder a una renta más competitiva. Obviamente, el 
inversor percibe parte de su renta como renta inmobiliaria al final. Pero, de todas maneras, habría que 
estudiar la posibilidad de dejarlo previsto. 


En cuanto al contrato para la lechería y actividades conexas, me parece que lo que se 
pretende en el texto es que algo que se hace teniendo en cuenta las características del sector o de la 
cadena lechera no termine en otro destino. En realidad, actividad conexa con la lechería es lo que 
comenté en la introducción; probablemente alguno de estos proyectos termine siendo, no un predio 
lechero, sino un banco de forraje al servicio de un conjunto de productores lecheros de una cuenca. 


Hay un ejemplo que quiero compartir con ustedes porque es poco conocido. Se trata de un 
predio del Instituto Nacional de Colonización que se entregó en Rincón de Conde, Canelones, para 
asistir a veintinueve pequeñísimos productores lecheros de 35, 40, 50 o 60 hectáreas. Si esas 300 


hectáreas se hubiesen repartido entre los veintinueve productores no se les hubiera cambiado su 
matriz de competitividad. La diferencia está en que esas 300 hectáreas se explotan de manera 
coordinada por este grupo de productores, lo que permite que llegue la tecnología. Ninguna máquina 
moderna, ningún mosquito, ninguna sembradora de precisión iría en fecha a plantar un maíz para silo a 
un productor que tiene 10 hectáreas, pero a ese establecimiento sí va. Allí se está construyendo una 
represa y va un pivot, lo que probablemente va a permitir bajar a la mitad el costo de producción de 
materia seca que tienen actualmente y agrandar las 30, 40 o 50 hectáreas. O sea que, si en las 
actividades conexas hay actividades agrícolas vinculadas a la lechería, me parece que debe ser 
perfectamente aceptable. 


Con respecto al establecimiento de rangos o marcos para la negociación de los precios que 
no sean de mercado, es algo más difícil. Cuando hablamos de lechería nos referimos a lechería que se 
puede hacer en Kiyú, sobre tierras que valen US$ 15.000; en Cuchilla del Perdido, en tierras que valen 
US$ 7.000, o en la zona de Colonia Rubio, en Salto, donde valen US$ 4.000. En realidad, en ese 
negocio privado, lo que tiene que cobrar de renta el inversor es bien distinto si compró en Kiyú o en 
Colonia Rubio. Por tanto, no se puede perder de vista el valor inicial de compra del campo ni las 
expectativas que el inversor tenga de valorización de la tierra en función de cosas que como privado 
tendrá que analizar. En realidad, la única innovación es que haya condiciones en las que alguien pueda 
acceder a un contrato de 15 años. No quiere decir que eso no se pueda hacer hoy, pero el mercado no 
lo ha resuelto; no conozco ningún contrato de arrendamiento para la lechería -no digo que no exista- 
con 15 años de duración. Se habla de 15 años porque son cinco años más que lo que normalmente se 
requiere para amortizar una ordeñadora, un galpón, un tractor o una ensiladora. Estamos hablando de 
un ciclo productivo en el que se pueden amortizar todas las inversiones que se realizan en un campo, 
que es algo que hoy no existe. 


Por lo tanto, me parece que no debemos eliminar la competencia, porque va a haber 
competencia por el instrumento. Creo que eso es natural y saludable, de la misma manera que hoy tres 
vecinos compiten por la fracción que quedó libre y se define en condiciones de mercado. 
Reglamentarlo a través de la ley sería estar imponiendo al inversor algunas condiciones que 
inicialmente puedan parecer poco atractivas pero que en alguna otra situación podrían ser hasta 
desventajosas para el propio productor. 


Lo de los plazos ya lo hablé y lo del contrato es un tema más jurídico. 


SEÑOR CASTELAR.- A mí no me tocó ejercer la profesión con los dos Códigos, pero sí estudiarlos, 
porque después de terminar de estudiar Derecho Procesal, se aprobó el Código General del Proceso. 


Acá hay dos aspectos: uno jurídico y otro de política pública. Desde el punto de vista jurídico 
podemos discutir si este régimen especial de arrendamiento con plazos abreviados da más o menos 
defensas al arrendatario en este caso. Como decía el doctor y escribano Madeiro, hay otras 
experiencias de pedidos abreviados que podríamos discutir desde el punto de vista jurídico y ponernos 
o no de acuerdo. Pero, además, esto es un negocio, o sea, una política pública que pone a disposición 
un negocio. ¿Por qué es una política pública? Por lo que explicaban el señor Ministro y el señor 
Subsecretario: queremos dar oportunidad a algunos productores lecheros que no pueden acceder a la 
tierra a través de la propiedad por un tema de precios, a los efectos de intensificar su producción. Esa 
es la voluntad política que hay detrás de este proyecto de ley. 


Como decía, además es un negocio al que se van a subir aquellos que, en estas condiciones, 
entienden que les puede convenir, tanto al inversor como a aquel productor que tiene un período de 
radicación que le permite, entre otras cosas, amortizar la inversión. 


Ese es el espíritu del proyecto de ley. Tiene esos aspectos jurídicos que pueden ser 
discutibles, pero que de alguna manera son parte del negocio. Si bien innovan, existen antecedentes 
de procedimientos abreviados en otras áreas. No quisiera ingresar en una discusión jurídica en este 
momento -ante todo, porque no me siento totalmente capacitado en esa materia- pero admito que 
puede darse una discusión jurídica al respecto. Es importante entender que esta innovación -que, 
repito, no es exclusiva porque ya existe en otros procedimientos de estas características- está atada a 
la filosofía del proyecto de ley: lograr un objetivo político a través de un negocio. Por tratarse de un 


negocio, debe tener estas características para que el inversor se sienta interesado en hacerlo y 
aquellos que entiendan que pueden quedar en un estado de indefensión quizás decidan no concretarlo. 


Ese es el planteo. 


SEÑOR COURIEL.- Recién estamos tomando conocimiento de este proyecto de ley, que nos parece 
bien interesante. 


El primer elemento que llama la atención es el boom de la lechería, el aumento de la 
producción y de la productividad. De manera que esto es algo realmente positivo; además, los precios 
internacionales deben estar ayudando para dar esa mayor rentabilidad y, por lo tanto, lograr 
inversiones que hayan mejorado la tecnología y aumentado la productividad. 


Simplemente a efectos de entender, quisiera saber dónde están los objetivos prioritarios de 
este proyecto de ley. Por un lado, tengo objetivos económicos que en estos momentos se están 
consiguiendo con el crecimiento de la producción y de la productividad. Pero, por otro, probablemente 
los objetivos sociales se me están dificultando, limitando porque, entre otras cosas, estoy perdiendo 
productores. Tal vez quiero avanzar, más que a objetivos económicos, a objetivos sociales para 
atender a aquellos sectores, dándoles plazos suficientes de arrendamiento para tener lo que se llamó 
“estabilidad de los productores”. 


Por otra parte, se plantea la pregunta: si estoy dando prioridad a lo social, ¿cuánto estoy 
afectando a lo económico? ¿O acaso son compatibles y, por ende, quienes tienen arrendamiento 
también tienen los mismos niveles de productividad que los propietarios? 


Hay dos objetivos más: el relevo generacional a que hacía referencia el señor Ministro y la 
posibilidad de que las AFAP tengan chances de invertir. 


Entonces, hay una combinación de objetivos y quiero entender dónde están las prioridades. 
Por un lado, si doy prioridad a lo social, cuánto se están imaginando que va a ser la proporción de 
tierra que el fideicomiso podrá comprar para arrendar, que en última instancia va a depender de la 
inversión que hagan las AFAP. De pronto han hecho alguna proyección de esto para entender que la 
proporción es tanto en el total de tierras que se están utilizando para lechería y que, como es una 
proporción de esa naturaleza, vale la pena dar prioridad a lo social, porque estoy partiendo de la base 
de que la pérdida de los productores no se puede compensar con que esas personas vayan a trabajar 
en otras actividades en el medio rural. 


Por otro lado, necesito el equilibrio de la prioridad de lo social para asegurar la rentabilidad de 
las AFAP. Por lo tanto, aparecen las reglas que tienen que ver con el desalojo -de pronto, el desalojo 
afecta lo social- para asegurar la rentabilidad de las AFAP. 


En fin, son interrogantes que me ayudarían a entender y a comprender mejor el proyecto de 
ley, que, reitero, considero bien interesante. 


SEÑOR MINISTRO..- Voy a intentar responder las cinco o seis preguntas que formuló y que van más 
allá de la lechería. 


Lo que ha pasado en la lechería, al igual que en tantos otros rubros que exhiben un 
dinamismo como nunca han tenido en su historia, no es consecuencia solamente de buenos precios 
internacionales. Me parece importante aclarar esto porque la concepción de que la producción 
agropecuaria del Uruguay está basada en un rentismo que aprovecha una condición de precios 
favorable es una visión que no considera, al menos, tres cosas fundamentales que han ocurrido en 
este país. En primer lugar, el sector agropecuario nacional -en algunos rubros más que en otros- ha 
tenido un proceso de inversión -extranjera, pero también nacional en niveles nunca antes alcanzados- 
en distintos aspectos. En segundo término, el avance tecnológico del cual creo que todos los 
uruguayos debemos enorgullecernos. Cuando miramos las estadísticas de porcentajes de inversión en 


investigación con respecto al PBl vemos que estamos lejos porque tenemos el 0,6%. Sin embargo, si 
segmentamos nuestros sectores de la economía en agropecuario, industrial, servicios y turismo nos 
llevamos la sorpresa de que encabezamos la tabla en América Latina pues tenemos el 2,1% de 
inversión con respecto PBl agropecuario, entre otras cosas, por la existencia desde hace un montón de 
años de la inversión pública más la privada a través del INIA, fortalecida en los últimos tiempos con la 
creación de la ANII. Cuando observamos el reporte de esta Agencia y vemos cuáles son los sectores 
más demandantes en proyectos de innovación -sobre todo por el lado de la biotecnología y de la 
intensificación de los procesos productivos- advertimos que aparecen los que tradicionalmente, en la 
biblioteca clásica, se dividen en intensivos en el uso de recursos naturales. En esa lógica, el sector 
lechero, por lejos, ha tenido un dinamismo en los últimos cinco o seis años vinculado con un buen 
momento de los precios de la leche y con un impacto indirecto del desarrollo de la agricultura en el 
Uruguay. Cuando un lechero tenía que racionar una vaca con maíz importado, racionaba con un precio 
en paridad de importación, y hoy raciona con un precio en paridad de exportación. Son las 
externalidades positivas del desarrollo de una agricultura que nos permiten soñar con la construcción 
de un camino en el cual vayamos hacia sistemas agrícolas más agroecoeficientes, con una agricultura 
por ambientes, con una georreferenciación que haga posible poner la forestación en las partes más 
infértiles del campo, la agricultura en las más fértiles y la ganadería y la lechería en las partes medias. 
La construcción de sistemas agrosilvopastoriles no refiere solo a una dimensión de competitividad 
económica, sino que también merece un análisis desde el punto de vista de la sustentabilidad 
ambiental y la estabilidad de los procesos productivos. Como decía, la lechería aumentó en un 50% su 
producción sin haber aumentado el número de vacas ni de hectáreas. Es cierto que en ese número 
general existen dos megatambos que en cierta forma compensan en producción la pérdida de un 
montón de productores lecheros que ya no están. 


Ahora bien, cuando hablamos de construir oportunidades para la gente, no nos estamos 
refiriendo a participar de un mercado interno que está totalmente saturado -los uruguayos consumimos 
210 litros de leche per cápita y 62 kilos de carne- sino de poder acceder a nuevos mercados. En este 
sentido, permítanme compartir con ustedes la alegría que tenemos ya que desde el lunes pasado 
quedamos habilitados a vender a Corea. 


Conquistar mercados y diferenciar nuestra producción son herramientas esenciales para 
poder valorizar la producción. Al mismo tiempo, en ese escenario tan dinámico, ¿cómo contemplamos 
las tensiones sociales que se derivan de la competencia por los factores de producción? Este país 
perdió una cantidad de productores lecheros. Cuando uno analiza que hay 12.500 productores menos, 
pero que 9.400 de ellos estaban en el rango de 1 a 19 hectáreas, con una media de 9 hectáreas, 
puede sacar una gran conclusión; cuando uno analiza que de los 9.400, 6.400 eran ganaderos según 
el Censo de 2000, tiene que preguntarse cuánto es la rentabilidad por hectárea de la ganadería más 
eficiente que podamos tener en el país: US$ 100 o US$ 150. Si tengo US$ 150 de rentabilidad y 20 
hectáreas, tengo un ingreso neto de US$ 3.000 por año; por lo tanto, tengo un ingreso mensual de 
US$ 250 sin cobrar aguinaldo ni salario vacacional. En consecuencia, si mi costo de oportunidad es 
cero, permanezco siendo un productor de 20 hectáreas de ganadería, pero si por la portera de mi 
establecimiento pasa la prosperidad -que es lo que estamos viendo- lo más probable es que decida 
transitar por otro camino o complementar mi ingreso con otra actividad, lo que no siempre es posible. 


¿Cuántos productores lecheros desaparecieron de ese rango? Justamente, los lecheros que 
desaparecieron son los que no tenían escala; y no la tenían porque normalmente se pierde cuando a la 
fracción que arriendan se les vence el contrato. 


De manera que estamos muy cerca del llamado círculo virtuoso de estar generando, por la vía 
del instrumento, la posibilidad de la estabilidad en el predio, haciendo las inversiones necesarias para 
llegar a los niveles de productividad que le dan la competitividad que retroalimenta la estabilidad. No 
vamos a tener población rural porque definamos por ley que queremos ser un país agropecuario con 
una matriz social; la vamos tener en la medida en que seamos capaces de construir instrumentos que 
permitan retener a la mayor cantidad de productores que de otra manera serían expulsados, y ello 
será posible a través de su inclusión. Yo le agrego a ese concepto -que es más bien sociológico- el de 
inserción competitiva. Se deben incluir, pero de una manera competitiva. Con ese objetivo están 
enfocadas una serie de políticas que se están desarrollando para la agricultura familiar. 


Sobre este tema debatimos el martes pasado con el Inale y el resto de los Institutos. Se trata 
de determinar cuál es la matriz que nos permite considerar lo social, lo económico y lo ambiental para 
que la gente esté en el campo, no atada a un tiento o a un palo de Randubay porque desde Montevideo 
nos gusta decir que debe haber población rural. La población rural tiene que estar en el campo porque 
encuentra las condiciones emocionales, psicológicas, económicas y ambientales para decidir vivir en 
ese medio. Nos parece que es una pérdida enorme -y ahí sí coincido con el señor Senador- que haya 
quienes, por no tener escala o estabilidad, dejen de ser productores lecheros. Personas que se 
levantan todos los días a las cuatro de la mañana y ordeñan dos veces por día los 365 días del año, 
que son parte de una actividad como la lechería, no se forman en la Universidad ni se compran en la 
ferretería. Por eso tenemos que crear herramientas para frenar esa pérdida, y este es un instrumento 
que da estabilidad. El otro instrumento es el Instituto Nacional de Colonización, que lanzó un plan de 
estabilización de los lecheros con este mismo objetivo. ¿Cuál es la idea? Captar ahorro previsional 
para comprar tierra y ponerla a disposición de una actividad de estas características. Tal vez no sería 
necesario hacer esto para el sector de la agricultura, por las escalas que hoy requiere, pero sí para la 
lechería, por las características del predio y del tipo de producción. 


SEÑOR COURIEL.- En esencia, se trata de un proyecto de ley de prioridad social pues está dirigido a 
los productores que perdieron campo y no tienen estabilidad para poder arrendar con un plazo 
determinado. Este me parece que es el elemento central. El punto es cómo esos productores que van 
a arrendar tienen capacidad de mejorar la productividad y la competitividad. Este es uno de los temas. 


Me alegro mucho de lo que señaló el Ministro en cuanto al avance que existe en materia de 
investigación, innovación y en el uso de nuevas tecnologías sobre la base de la investigación que se 
está haciendo en el sector agropecuario. Me parece fundamental porque el estancamiento existente 
en décadas pasadas, en última instancia tenía que ver con que no se podía introducir el cambio 
tecnológico porque no daba la rentabilidad suficiente y el productor decidía quedarse con el campo 
natural o hacer la pradera en función de su rentabilidad. ¡Bienvenidos esos cambios tecnológicos! Si 
tengo la lechería para exportar, necesito precio internacional, productividad y tipo de cambio. Como el 
tipo de cambio no me está ayudando, el punto es: ¿la productividad se hace antes de conseguir la 
rentabilidad que me dan los precios internacionales, o estos últimos me están dando rentabilidad y 
estoy aprovechando el boom de los precios internacionales estupendamente bien, porque estoy 
avanzando en términos de productividad y cambio tecnológico? Esta es la interrogante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito señalar que a las 15 horas sesionan las Comisiones de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios y de Asuntos Laborales y Seguridad Social, de las cuales 
algunos de los señores Senadores aquí presentes somos miembros. 


SEÑOR AGAZZI.- Antes que nada, quería agradecer al Presidente de esta Comisión que nos haya 
invitado a los miembros de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, ya que es un privilegio 
poder participar de esta discusión, que siempre tiene aspectos laterales que enriquecen, tales como los 
planteados por el Senador Couriel desde el punto de vista económico, o los expresados por el Senador 
Bordaberry desde el punto de vista jurídico. 


Por lo tanto, voy a aprovechar estas circunstancias para formular algunas preguntas 
concretas. 


El fin de esta herramienta es lograr más hectáreas para arrendar por parte de los productores 
lecheros, dado que hay capitales que están concentrados. Ahora bien, al leer todo el proyecto advertí 
que nueve artículos refieren al desalojo. Está bien que el que va a poner lo que más importa en este 
asunto requiera garantías, pero me parece que la herramienta que se diseña es muy garantista para 
quien pone el capital. Nosotros sabemos que en la actividad agropecuaria a veces un productor no 
puede pagar en determinado momento, por ciertas circunstancias: tiene que pagar un impuesto, hay 
una seca o tiene que hacer más inversiones. A veces no se trata de que ese productor no tenga 
posibilidades económicas, sino que tiene un problema financiero. 


Entonces, me parece que lo previsto es muy estricto porque puede incurrir en dos meses de 
atraso, y esto en la actividad agropecuaria va más allá de la voluntad del propio productor. Creo que 


todos conocemos eso. Entonces, mi pregunta es si hay alguna herramienta que dé un poco de 
seguridad al productor y no sólo al que pone la plata. 


Otra consulta sería la siguiente. La lechería, en realidad, es una actividad colonizadora. 
Supongamos que hay un campo que se dedicaba a la agricultura, pero luego se arrienda para hacer 
lechería a un productor eficiente, que trabaja 15 años esa tierra, al cabo de los cuales ese predio es 
totalmente diferente al que arrendó en un principio. En este caso, ¿quién se va a beneficiar con eso 
que hizo el productor? Es decir, me estoy refiriendo a los beneficios que se tienen por el mejoramiento 
del recurso, para lo cual se puso dinero. ¿Qué ocurre en alguna otra circunstancia como, por ejemplo, 
si se deja de pagar? ¿Hay que desalojar a la persona y hay cultivos plantados? Me parece que habría 
que pensar -no sé si jurídicamente se ha previsto, ya que recién estamos tomando contacto con el 
proyecto- en algún elemento que dé certeza también al actor que nosotros queremos defender. 


Por otra parte, me pregunto si no se puede estipular el precio del arrendamiento en litros de 
leche, en lugar de en dólares. En realidad, si el litro de leche vale mucho, el productor querrá pagarlo 
en pesos y no en litros de leche, pero ¿qué sucede si el litro de leche vale poco? Esto no se dice en el 
proyecto de ley, pero si esto trata de ser una herramienta para la producción lechera, entonces 
procuremos que toda la ley se lea en leche. 


Estos aportes son en defensa de la producción que se va a tener, no de la persona, del 
productor, y tratan de coadyuvar a la lógica de la ley. Seguramente que en el Inale -cuyo Presidente 
nos acompaña en el día de hoy- se han dado diálogos al respecto. Existen muchos tipos de gremiales 
y distintos productores que no son sólo los que remiten a Conaprole, ya que hay productores del litoral, 
de las industrias más chicas, queseros y otros. En este sentido, me pregunto qué visión tiene el 
conjunto de los productores y de los industriales. Por ejemplo, en el día de hoy nos visitó la Asociación 
Nacional de Productores de Leche, que es una de las gremiales, y la Cámara Uruguaya de 
Productores de Leche, que también tiene algunos afiliados. 


SEÑOR MINISTRO.- Por mi parte, voy a responder las tres primeras preguntas, comenzando por la 
más fácil. Está previsto que el precio sea en producto. 


SEÑOR AGAZZI.- Pero el proyecto de ley no dice eso. 


SEÑOR MADEIRO.- Quiero decir que no podemos perder de vista que el Ministerio está auspiciando, 
promoviendo, este negocio, pero los fideicomisos se rigen por la ley marco N* 17.703, aprobada en 
2003. De resultar aprobado este proyecto, a continuación vendrá un decreto reglamentario, pero 
también vienen los otros instrumentos que tienen que aprobarse: el contrato de constitución del primer 
fideicomiso, para luego dar paso al contrato de arrendamiento propiamente dicho entre el fiduciario, el 
que va a administrar esa tierra, esos campos por 15 años, y los arrendatarios. Es en ese contrato 
donde corresponde que se establezca el precio del arrendamiento, como en cualquier otro. Si ustedes 
me permiten, en el proyecto de contrato de arrendamiento rural es donde está previsto el precio, al 
expresar que el precio se fija en tantos litros de leche por mes, pagaderos a mes vencido, dentro de los 
primeros diez días corridos del mes. El litro se valorará a efectos de este contrato de acuerdo con el 
valor del precio promedio de la leche al productor, publicado por Opypa para el mes correspondiente. 
Las partes aceptan que la variación del valor de la leche mencionado sea considerada a los efectos del 
contrato como el régimen de reajuste del precio, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3% de la 
Ley N* 16.223. 


El fideicomiso no es del Ministerio; estamos hablando de políticas públicas, de todo lo que 
expusieron el señor Ministro y el Subsecretario al comienzo de sus exposiciones. El Ministerio está 
poniendo el dinero inicial para constituir el fideicomiso, pero nosotros lo tuvimos presente en toda la 
etapa de estudio, de preparación -y créanme que llevó un muy buen tiempo- y de análisis de la 
consultoría que se contrató para este trabajo, por lo que no tiene por qué figurar en el texto de la ley, ni 
tampoco -diría yo- en el decreto reglamentario. Reitero que lo que está haciendo el Ministerio es 
promover esta herramienta, pero el fideicomiso es un negocio entre privados donde estará la AFAP 
equis y, probablemente, un fiduciario que hace de esto su profesión habitual. Estamos pensando en un 
administrador que, por ejemplo, podría ser la República Afisa, que debe de administrar el 90% de los 
fideicomisos existentes en el país. Insisto en que es un negocio entre privados; el texto de la ley no 


debe incluir estos detalles, como el precio del arrendamiento, porque como en cualquier 
arrendamiento, eso es materia del propio contrato privado. 


SEÑOR MINISTRO..- La idea, la filosofía, es que el precio sea en producto. 


Con respecto al no pago, la filosofía es que este es un productor que forma parte de una 
cadena donde hay una industria que requiere un producto que está en competencia por un factor 
escaso que es la tierra. Por lo tanto, hay una serie de instrumentos de amortiguación que puede tener 
el productor, respaldado por la industria, de la misma manera que cuando compra el fertilizante a pagar 
en doce meses, el agente de retención es la propia industria. Eventualmente, podría estudiarse la 
posibilidad de un fondo de garantía complementario a este instrumento que amortigúe eso. 


Con respecto a los beneficios, que figuran al final del proyecto, es correcta la apreciación que 
hizo el señor Senador Agazzi, pero veamos cuáles son las características. Si un conjunto de 
productores o de hijos de productores decide, mediante este instrumento, colonizar un establecimiento 
que hoy se dedica a otra cosa y desarrollan sus distintas parcelas de lechería, con su caminería, con 
su electrificación y, tal vez, tienen una cuenca atractiva donde se pueda hacer una represa y tener un 
área central que les permita tener una agricultura muy profesionalizada que les baje sus costos, puede 
hacerlo, pero en una lógica de un predio lechero, con caminos, bebederos, con caños subterráneos, 
con tajamares, con distribución de agua y con salas de ordeñe. 


Son todas mejoras lógicas en la actividad lechera. Sin embargo, lo que hemos visto en 
algunos lugares donde la agricultura desplazó a la lechería es que se levantan todos los alambrados, 
se destruyen todos los caminos y, en todo caso, lo que se respeta es el tanque australiano porque es 
donde se nutren de agua los mosquitos. Todo lo demás tiene un valor de prácticamente cero. 


Por lo tanto, a los 15 años deberían estar amortizadas las inversiones y muy probablemente 
quien cierre el negocio en ese período habrá capitalizado su activo. No obstante, todas las mejoras 
tienen valor en la medida en que sigan siendo productivas. En consecuencia, lo más lógico es pensar 
que esa colonización la van a realizar, en la mayoría de los casos, los propios productores o sus 
familias. 


Coincido con el señor Senador en que este es un proyecto colonizador y que es una forma de 
colonización que se hace captando el ahorro privado y el institucional. 


SEÑOR MARRERO.- En cuanto a la pregunta del señor Senador Agazzi, puedo responderle que este 
proyecto ha sido muy bien recibido por los distintos actores de la cadena. Todos lo sabemos, pero 
como no se mencionó, quiero destacar que el 50% de la tierra en la que se produce leche es 
arrendada. 


Este instrumento está dirigido no solo a aumentar el área, a sustituir tierras ya arrendadas con 
las normas actuales por una tierra arrendada a un plazo de 15 años. De todos modos, sea como sea, 
apunta a mejorar las posibilidades de intensificación de la producción mediante la inversión y la 
incorporación tecnológica en aquellas tierras donde es seguro que el productor -por lo menos, si las 
cosas marchan bien- las va a mantener durante 15 años. 


Este ámbito es para exponer el porqué de un proyecto de ley, pero también para intercambiar 
opiniones con los señores Senadores y, a su vez, enriquecer la propia iniciativa. 


Los señores Senadores ya han recibido algunas delegaciones que han planteado lo que voy a 
decir y, a su vez, van a recibir otras que en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes 
plantearon lo que ustedes mismos han señalado en el día de hoy, acerca del plazo para el desalojo. 
Como recién acaba de decir el señor Ministro, tenemos la posibilidad de estudiar un seguro, un fondo 
de garantía, es decir, instrumentos que permitan superar esa situación sin dejar de cuidar los intereses 
y la seguridad del inversor. 


Por ahora, era cuanto quería decir. 


SEÑOR GALLO.- Voy a ser muy breve. Es más, es una pregunta reiterativa que formuló el señor 
Senador Bordaberry -en algunos aspectos complementaria a la que planteó el señor Senador Agazzi- y 
que ya contestó el señor Ministro, pero igual me gustaría que se profundizara un poco más en ella. 


De acuerdo con la estructura productiva del sector -según la información que tenemos- hay 
1:900.000 hectáreas en la producción lechera y el 80% de los productores tiene menos de 200 
hectáreas. No sé si estoy en lo correcto. Quisiera saber si la inclusión de un sistema de leasing es 
compatible con este sistema de arrendamiento. De esta manera, si el productor estuviera interesado, al 
término del arrendamiento podría ser propietario. Esto se relaciona con la pregunta del señor Senador 
Agazzi de qué sucedía después de esos 15 años, ya que el productor había desarrollado toda su 
actividad y tenía que irse de un predio en plena producción. A los efectos de la redacción definitiva de 
la ley, creo que no deja de ser importante la posibilidad de esta inclusión. 


SEÑOR MINISTRO.- Técnicamente es compatible, pero me temo que limitaría enormemente las 
posibilidades. Voy a tratar de ejemplificarlo, pero antes quiero decir algo que omití hoy. Tal como está 
estructurado, se van a plantear negocios privados y poco favor le haríamos a la lechería si tuviéramos 
un instrumento que dijera que las instituciones de ahorro previsional van a comprar 40.000 hectáreas 
para la lechería, porque lo único que lograríamos sería un impacto brutal en el precio de la tierra. O sea 
que va a tener que venir el productor que tiene las 50 hectáreas de la hermana a proponer un proyecto 
con un plan de negocios, con las estadísticas, con la validación de las gremiales de productores y, 
sobre todo, con un compromiso de la industria. Creo que esto puede abonar a la duda que planteaba 
en segundo término el señor Senador Agazzi sobre qué pasa después de los sesenta días con el fondo 
de garantías, etcétera. 


Veamos un posible ejemplo. En el departamento de Florida o de San José la hectárea vale 
US$ 8.000. Al 5%, esa inversión -suponiendo que sea una renta que se pudiera esperar- da una renta 
de US$ 400. En un año récord de productividad y con una relación de precios muy favorable, como 
bien decía el señor Senador Couriel, para el 20% de los productores CREA que están en la lechería, 
genera un ingreso de capital de US$ 590 o US$ 600. Ese es un magnífico precio. Si hubiera que 
destinar US$ 400 para pagar renta, le quitaría el atractivo. Creo que el atractivo es poder tener una 
renta de US$ 200 porque el inversor apuesta a recuperar los otros US$ 200 al final; tendrá la 
posibilidad de sacarlo o de renegociar al final. A la vez, el productor tuvo la oportunidad de construir su 
estabilidad durante 15 años. 


Reitero que técnicamente no es imposible, pero en la práctica va a ser difícil, porque volvemos 
a la razón original de todo este proceso: que es muy difícil comprar la tierra con su propia producción. 
Por eso debemos tratar de captar un inversor que no mida las cosas en términos de corto o mediano 
plazo, sino de largo plazo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero hacer un comentario y una pregunta. 


El dato de que la mitad de la producción lechera en el Uruguay se hace bajo formas de 
arrendamientos nos habla de que la inversión que en ella se hace es perfectamente amortizable. Hoy 
se puso en duda que alguien invirtiera en tierras que no fueran propias. Precisamente, ese dato habla 
de que esto está sucediendo. 


En segundo lugar, para dar mayor claridad a la ley, quisiera saber cuál es la razón -debe haber 
alguna- por la que no se incluye, como se hacía en la N* 16.223, el plazo del arrendamiento. ¿No se 
puede incluir en el artículo 4% que los plazos de arrendamiento serán por 15 años? 


SEÑOR COURIEL.- Hasta 15 años. 


SEÑOR MINISTRO..- Lo analizaremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para terminar, porque no tengo más Senadores inscriptos, quiero recordar 
que yo había preguntado cuáles eran las urgencias con que se manejaba el Poder Ejecutivo. 


Se me ocurre -se los dejo para que lo piensen y, eventualmente, nos contesten en otra 
oportunidad- que el proyecto de ley puede ser aprobado perfectamente en dos etapas, porque tenemos 
dos inversores: uno es el que invierte en el fideicomiso y el otro es el arrendatario. Este último es un 
inversor de capital y de trabajo, al que también tenemos que darle garantías suficientes para que se 
sienta atraído por el negocio a efectos de que este pueda prosperar. 


Entonces, me pregunto si es posible aprobar un proyecto de ley autorizando la promoción de 
fideicomisos financieros, dotando al Ministerio de los recursos necesarios. Mientras se van 
instrumentando los fideicomisos -no es algo que se haga de la noche a la mañana- y se disponen los 
recursos suficientes, se puede aprobar el régimen de arrendamiento que regiría esos fideicomisos, 
porque me parece que ese tema merece otra discusión y otros tiempos. 


Creo que esa podría ser una solución que facilitaría enormemente las cosas, porque este año 
ustedes tendrían la ley de fideicomiso aunque, por supuesto, en el otro caso también pueden tenerla 
este año si el Gobierno utiliza sus mayorías; no estoy negando esa posibilidad. Me parece que 
tendríamos que tomarnos un tiempo en el estudio del tema de los arrendamientos que en realidad 
comprende doce de los catorce artículos. El hecho de tener la estructura y la autorización para llevar 
adelante los fideicomisos y disponer los recursos para implementarlos podría facilitarles enormemente 
el trabajo. 


SEÑOR MINISTRO.- El proyecto de ley faculta al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a 
promover un fideicomiso. Como responsable del Ministerio, no voy a salir a promover nada que no 
sepa cómo es. No importa si lleva tiempo, pero se debe resolver como un todo porque no sería serio de 
nuestra parte salir a promover algo que no sabemos cómo va a ser. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero proponer, si es posible, que esta Comisión, junto con la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, se reúna el próximo miércoles y ahí definimos si lo aprobamos e ingresa al 
Plenario el jueves 20 o si lo aplazamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otra posibilidad es facultar al Presidente a convocar a la Comisión cuando se 
genere el espacio correspondiente la semana que viene. 


(Apoyados.) 

Se levanta la sesión. 

(Es la hora 15 y 11 minutos.) 
(Texto del documento presentado por la 


Cámara Uruguaya de Productores de Leche:) 


PROYECTO DE LEY DEL FFIP 


COMENTARIOS DE LA CÁMARA URUGUAYA DE PRODUCTORES DE LECHE 


Gracias a la invitación cursada a nuestra Institución por la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes, hemos tomado conocimiento del Proyecto de Ley de promoción de Fideicomisos 
Financieros para el Incentivo de la Producción de Leche; hemos analizado el texto del citado Proyecto, 
que incluye la exposición de motivos, así como la versión taquigráfica de la comparecencia de 
jerarquías del MGAP a esa Comisión el pasado mes de octubre. 


De un análisis compartido en nuestra Comisión Directiva el pasado lunes 12 de noviembre, hemos 
extractado algunos elementos que hoy nos merecen opinión responsable para ser vertidos en esta 
presentación ante la Comisión de Hacienda: 


astra Cámara es consciente de la actualidad del sector productor de leche; y comparte en general los 
diagnósticos que se incluyen en la exposición de motivos de este Proyecto. También es consciente de 
que en todo proceso de innovación tecnológica y su consiguiente incremento de productividad se 
deben integrar de modo eficaz y sostenible una gran capacidad de creación, de gestión y de voluntad, 
para que de ese proceso resulte un logro de gran aprecio social. 


ema de la tenencia y uso de la tierra lo vemos como un elemento básico para cualquier emprendimiento 
rural; de la misma manera, tenemos absoluta certeza que buena parte del esfuerzo que todo productor 
realiza a lo largo de su vida empresarial, lleva implícito el anhelo claro de lograr la propiedad de buena 
parte del suelo empleado para producir. Esto quiere decir: si el productor está “condenado” a no llegar 
nunca a la propiedad de su tierra en uso, su voluntad no será la misma de la de quien sí sepa que esa 
propiedad un día le pueda pertenecer. Intentar vía gobierno “desposeer” al tenedor de una fracción al 
final de sus días de productor, no se corresponde con nuestro más íntimo sentir al decidirnos a 
emprender el negocio del tambo; en esta actividad se debe renunciar a muchas facilidades que otras 
pueden aportar; pero si de antemano también debemos renunciar a una meta tan lógica como la 
propiedad potencial de la tierra, estaremos cercenando el entusiasmo e interés de muchos jóvenes a 
esta noble tarea. 


roductor lechero familiar —independientemente de su tamaño relativo- ha sido el gran dinamizador del 
sector agroindustrial lechero uruguayo; su crecimiento ha sido fruto de su empeño y capacidad; todo 
tambero dispone desde muchas décadas atrás de un fuerte apoyo institucional, tecnológico y 
comercial, que le ha permitido una situación de partida relativamente segura; quienes más han podido 
crecer, lo hicieron con una conjunción de habilidad, voluntad y suerte, algunos de los elementos 
fundamentales que le pudo haber escaseado a los menos favorecidos. No es del todo compartible el 
concepto que se trasunta en la presentación hecha por las jerarquías del MGAP ante esa Comisión de 
que son más de 2000 los lecheros, que disponen de 100 hectáreas o menos y que producen menos de 
500 litros diarios y a los que se les debe intentar solucionar sus ingresos con más área disponible, y a 
precios de renta por debajo de los que marca el mercado de demanda. Seguramente el número 
objetivo es sensiblemente menor. 


do en forma más directa a la redacción del Proyecto de Ley presentado, vemos un serio desequilibrio 
entre los enunciados de los “por qué” y “para qué” se elabora esta ley, y la ponderación de los mismos 
que registra el texto en estudio: en efecto, sólo tres artículos (1, 3 y 4) hablan del concepto fideicomiso; 
uno (el 2) habla de un importe a tomar por el MGAP para consultoría y anexos a fin de poner en 
marcha este régimen; y los siguientes diez artículos (del 5 al 14) se refieren a la forma más agresiva de 
poder desalojar del predio en cuestión al “mal pagador” de ¡oh Dios!, de 2 mensualidades. Se identifica 
expresamente como causal de desalojo, el uso del suelo para actividad “no lechera”; preguntamos: la 
siembra de un área de soja en ese campo, que puede ayudar a una rotación de cultivos, a oxigenar la 
caja del productor, a canjear esa soja por grano forrajero con una paridad de precios favorable, ¿será 
causal explícita de desalojo en 45 días?. Otro ejemplo: si ese tambero pasa a ordeñar en el nuevo 
campo que le arriendan y en el área histórica pasa a otra actividad no lechera ¿incumple lo pactado, y 
es pasible de desalojo?, ¿qué administración se encargará de semejante desatino, contra un buen 
empresario, con mensualidad al día, y empeñado en maximizar su productividad e ingresos? 


queda claro en ningún momento el concepto manejado fuera del articulado (en la exposición de motivos 
y en la versión taquigráfica) de que se intenta facilitar la inversión de las AFAPs en compra de tierras; y 


acá nos asalta una duda: ¿se entiende que una renta de u$s 139.-/há/año será atractiva para colocar 
una inversión no menor de u$s 5,000 a 7,000 por esa hectárea a adquirir?; se habla de un plus en la 
valorización de esa tierra a lo largo de los 15 años; para concretar esto, se debe vender esa tierra y así 
poder generar ese plus del que se habla. Por ahí se menciona esta posibilidad a ser encarada por el 
“propietario” al final del periodo. Preguntamos: ¿no está previsto ofrecerle esa venta al arrendatario en 
ningún momento de los 15 años de usufructo?; ¿por qué no?; ¿no será posible incluir una modalidad 
tipo “leasing” para que el arrendatario con un complemento anual (por encima del valor de la renta) 
durante los 15 años de usufructo pueda avanzar en la compra de ese patrimonio? 


-ey general de Fideicomisos Financieros genera una figura jurídica de “propiedad transitoria”, que tiene 
una serie de prerrogativas y facilitaciones de tipo tributario, de gestión de riesgo, de agentes externos 
que auditan y gestionan los avatares financieros y comerciales de los bienes y emprendimientos 
afectados al fideicomiso. Tenemos entendido que a su vez, esa ley general se encuadra dentro del 
Código Civil convencional, con sus excepciones bien aclaradas en su texto; no vemos conveniente un 
proyecto con cláusulas de tipo persecutorio hacia el tenedor del bien. En la versión taquigráfica hace 
mención reiterada el señor Subsecretario y sus asesores de que se intenta cambiar el plazo de 15 
años, inexistente en el mercado de oferta de arrendamientos, por un desalojo agresivo. No 
encontramos razón en explicitar ese vínculo. 


l afán primario de este Proyecto es atraer inversores en tierras a ser destinadas a producción de leche, 
cabrían algunas reflexiones que queremos compartir con vuestra Comisión: 


¿No se ha pensado en atraer a actuales propietarios de suelos aptos para lechería que puedan vía un 
fideicomiso propio poner en oferta esos campos, sin tener que vendérselos a una AFAP u otro agente 
financiero? 


¿No sería interesante analizar opciones de reorientación del IRAE o IRPF a aquellos propietarios que 
arrienden a un tambero? 


¿Cuál es el papel a jugar por el Instituto Nacional de Colonización en este nuevo escenario? Ningún rol 
va a tener 


¿Por qué motivo se es tan escueto en la redacción prioritaria y se extiende tanto en lo accesorio, como 
es el tema desalojo? 


Se desprende en forma tácita que es factible esperar muchas respuestas a estas interrogantes en la 
eventual reglamentación a ser implementada luego de la promulgación de esta ley. 


ueda la impresión de que se estaría organizando un nuevo operador dentro de la organización del 
Estado, cuando es más que factible que dentro de tanto organismo disponible puedan incorporarse las 
distintas tareas que este Proyecto de Ley le intenta encomendar al fiduciario. 


tema muy serio que aparentemente no se tiene en cuenta, refiere a las inversiones que deberá hacer el 
arrendatario en el bien que usará; en efecto, no queda claro qué podrá hacer, quién lo indemnizará, 
quién resolverá la pertinencia de tal o cuál inversión. No es responsable pensar que un tambero que se 
precie de eficiente aceptará tomar un compromiso de uso, con un sesgo fuertemente orientado al 
crecimiento de su empresa y del sector, sin tener por delante un proyecto propio de fuerte acumulación 
de inversión progresiva en ese recurso suelo ajeno. No está de más prever que con las condiciones 
actuales —año 2012- una producción eficiente debe generar no menos de 6.000 lt. de leche/há/año; 
para ello, además de todos los semovientes, maquinaria, mano de obra calificada, crédito bancario y 
comercial, contratos, cuota de mercado, y otros valores tangibles e intangibles, arriba del campo se 
debe concretar una inversión en pasturas, agua, riego, vivienda, infraestructura, etc., que no baja de 
u$s 1,500/2,000 por há. ¿esto cómo se amortiza?; si el productor no puede comprar el campo, 
¿tampoco lo capitaliza?; ¿qué calidad y vida útil quedaría de esa inversión al final del contrato? 


¡ visión de más largo aliento nos orienta hacia algunas dudas que podrían ir apareciendo con el correr de 
los años y de la vida: eventuales sucesiones, relevos generacionales, endeudamiento asociado a “mala 


suerte” o incluso a mala praxis; incertidumbres en los tribunales evaluadores y en sus orientaciones 
político+ideológicas; ni qué decir de eventuales problemas con las plantas industrializadoras, muchas 
de las cuales han tenido 15, 20 o más años de trayectorias con contratiempos. Quizás simultáneos a 
los propios contratiempos que periódicamente ha tenido casi todo el universo de 


tamberos. ¿Y en ese caso, irá para afuera el productor en 45 días ante las dificultades masivas que se 
le estén presentando a todo el sector? Creemos que emergencias de este estilo, que cada tanto se 
suceden, son las oportunidades en las que el sector ha expulsado más productores. Parece claro que 
la redacción proyectada irá a potenciar esta posibilidad, Estamos convencidos que lejos está el Poder 
Ejecutivo del intento de promover vulnerabilidades mayores al sector; al revés, valoramos toda 
inquietud sana hacia la promoción de una actividad tan noble, solidaria y estratégica para el país como 
la lechería, pero así como se ve el texto conocido son más los riesgos que las fortalezas que se le 
conceden al eventual tomador de esas áreas. 


Por último, nos merecen reparos las eventuales modificaciones que con el correr del tiempo se 
puedan ir realizando al espíritu de esta Ley; ¿no nos llena de incertidumbre las modificaciones que en 
los últimos años se le han realizado a leyes “fuertes”?, por ejemplo: la suspensión de lanzamientos a 
lecheros buenos pagadores (Ley 18.363), leyes referidas a interpretar la propiedad de “seudo colonos” 
que pasan a serlo en función de lo dispuesto en la Ley 18.756 del 26 de mayo de 2011 y algunas 
desprolijidades más, que se han sucedido en sucesivas administraciones, que en el afán de concisión 
de estas reflexiones quedan para otra oportunidad 


Esperamos estar trasmitiendo comentarios responsables, útiles y serenos; nuestra vida gremial 
nos ha enseñado a generar propuestas serias y reflexivas, con fuerte compromiso y buena perspectiva 
de la realidad de nuestro sector. Si los mismos son de utilidad para esa Comisión, nos habrá halagado 
compartirlos. 


Quedamos a vuestra entera disposición, y saludamos a esa digna Comisión con nuestra mayor 
consideración. 


Darío Jorcin Juan Gutiérrez Horacio Leániz 
Secretario Vicepresidente Presidente 


Montevideo, Noviembre de 2012 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


